
Derechos de la Comunidad - Cuadernillo de Leyes 
 

INTRODUCCIÓN 
Muchas veces no tenemos conocimiento de las leyes vigentes en nuestro país y en 

nuestra provincia; tampoco tenemos en cuenta la importancia de tener noción sobre 

estas y de poder trasmitir a nuestros jóvenes las mismas.  

A partir de la introducción de la Subsecretaría de Atención a las Adicciones dentro del 

marco de la nueva Ley de Salud Mental, es que empezamos a tomar conciencia de la 

importancia de la difundir las leyes y a la vez, tomar las mismas como una herramienta 

para nuestro trabajo cotidiano.  

Este material intenta ser un elemento más a tener en cuenta a la hora de pensar 

acciones preventivas en territorio para los niños y la comunidad en general. El mismo 

es una breve síntesis sobre losArtículo s más importantes de cada uno de ellas, al final 

se allá un anexo con las leyes completas.  

En el anexo se encuentran las leyes completas para aquellos que quieren consultarlas, 

siempre es necesario e importante ir a las fuentes.  

Las Leyes son normas jurídicas, delimitadoras del libre albedrío de las personas 

dentro de la sociedad. Es el control externo que existe para la conducta humana, es 

la norma que rige nuestra conducta social. 

.. En el hombre está la verdadera riqueza, al ser c apaz de 
fertilizar los campos, criar ganado, levantar ciuda des, hacer la 
historia, crear emblemas y tradiciones. Cuidar a es e hombre 
física y mentalmente es la mayor responsabilidad… 

Conocer las leyes es una obligación como ciudadanos, nos permite reconocer  nuestros 

derechos y poder tener mayor capacidad para afrontar las diversas situaciones con las que 

nos podamos encontrar 
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LEYES NACIONALES  
CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO 

Consideramos de suma importancia que tanto los adultos, como los niños/as y 

adolescentes puedan conocer sus derechos, a través de la difusión y promoción de los 

mismos.  

El lograr un conocimiento e información sobre los derechos que tienen los niños y 

jóvenes depende en gran medida de los adultos, la institución escolar es uno de los 

principales ámbitos para poder trasmitir y difundir estos derechos.  

Artículo 13º:  

1) El niño tendrá derecho a la libertad de expresión; ese derecho incluirá la 

libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de todo tipo, sin 

consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o impresas, en forma artística 

o por cualquier otro medio elegido por el niño. 

Artículo 14º:  

1) Los Estados Partes respetarán el derecho del niño a la libertad de 
pensamiento, de conciencia y de religión.  

Artículo 17º:  

Los estados partes reconocen la importante función que desempeñan los medios de 

comunicación y velarán por que el niño tenga acceso a información y material 

procedentes de diversas fuentes nacionales e internacionales, en especial la 

información y el material que tengan por finalidad promover su bienestar social, 

espiritual y moral y su salud física y mental.  

Artículo 24º: 

1. Los Estados Partes reconoces el derecho del niño al disfrute del más alto nivel 
posible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la 
rehabilitación de la salud. Los Estados Partes se esforzarán por asegurar que ningún 
niño sea privado de su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios.  

2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este derecho y, en 
particular, adoptarán las medidas apropiadas para: 

a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez; 

b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención sanitaria que sean 
necesarias a todos los niños, haciendo hincapié en el desarrollo de la atención primaria 
de salud;  
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c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención 
primaria de la salud mediante, entre otras cosas, la aplicación de la tecnología 
disponible y el suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salubre, 
teniendo en cuenta los peligros y riesgos de contaminación del medio ambiente; 

d) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las madres.  

Artículo 28 º 

1. Los estados partes reconocen el derecho del niño a la educación y, a fin de que 
se pueda ejercer progresivamente y en condiciones de igualdad de oportunidades ese 
derecho, deberán en particular: 

a) Implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita para todos; 

b) Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la enseñanza secundaria, 
incluida la enseñanza general y profesional, hacer que todos los niños dispongan de 
ella y tengan acceso a ella y adoptar medidas apropiadas tales como la implantación de 
la enseñanza gratuita y la concesión de asistencia financiera en caso de necesidad; 

d) Hacer que todos los niños dispongan de información y orientación en 
cuestiones educacionales y profesionales y tengan acceso a ellas 

Hoy en día, la sexualidad es uno de los temas que más les preocupa a nuestros jóvenes. 

Temas como embarazo no deseado, métodos anticonceptivos, enfermedades de 

transmisión sexual, entre las cuáles encontramos el VIH SIDA, son algunas de las 

cuestiones relacionadas con la sexualidad y de las cuáles es necesario que se difunda la 

información correcta a nuestros adolescentes.  

Para esto es necesaria que se conozcan las diferentes leyes reglamentadas en relación 

a este temas, que el estado tiene la obligación de crear programas para la prevención y 

la promoción de una salud sexual integral, así como también todos los educandos 

pueden acceder a la información que requieran y necesitan sobre sexualidad, métodos 

anticonceptivos, etc.  

LEY 25.673 - PROGRAMA NACIONAL DE SALUD SEXUAL Y PR OCREACIÓN 
RESPONSABLE. MODIFICADA POR LEY 26.130 

Artículo 2º: Serán objetivos de este programa 

a) Alcanzar para la población el nivel más elevado de salud sexual y procreación 
responsable con el fin de que pueda adoptar decisiones libres de discriminación, 
coacciones o violencia; 
b) Disminuir la morbimortalidad materno- infantil; 
c) Prevenir embarazos no deseados; 
d) Promover la salud sexual de los adolescentes; 
e) Contribuir a la prevención y detección precoz de enfermedades de transmisión 
sexual, de VIH/SIDA y patologías genital y mamarias; 
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f) Garantizar a toda la población el acceso a la información, orientación, métodos y 
prestaciones de servicios referidos a la salud sexual y procreación responsable 

Decreto 1.282/2003 - reglamentación de la Ley nº 25.673 de Creación del Programa Nacional 
de Salud sexual y Procreación Responsable 

Que la salud reproductiva es un estado general de bienestar físico, mental y social, y 
no de mera ausencia de enfermedades o dolencias, en todos los aspectos relacionados 
con el sistema reproductivo, sus funciones y procesos.  

Que estadísticamente se ha demostrado que, entre otros, en los estratos más 
vulnerables de la sociedad, ciertos grupos de mujeres y varones, ignoran la forma de 
utilización de los métodos anticonceptivos más eficaces y adecuados, mientras que 
otros se encuentran imposibilitados económicamente de acceder a ellos.  

Que en consecuencia, es necesario ofrecer a toda población el acceso a: la información 
y consejería en materia de sexualidad y el uso de métodos anticonceptivos, la 
prevención, diagnóstico y tratamiento de las infecciones de transmisión sexual 
incluyendo el HIV/SIDA y patología genital y mamaria; así como también la prevención 
del aborto.  

Que es ese orden de ideas, las políticas sanitarias nacionales, están orientadas a 
fortalecer la estrategia de atención primaria de la salud, y a garantizar a la población el 
acceso a la información sobre los métodos de anticoncepción autorizados, así como el 
conocimiento de su uso eficaz, a efectos de su libre elección, sin sufrir discriminación, 
coacciones ni violencia, de conformidad con lo establecido en los documentos de 
derechos Humanos y en ese contexto a facilitar el acceso a dichos métodos e insumos.  

LEY 26.150 - PROGRAMA NACIONAL DE EDUCACIÓN SEXUAL INTEGRAL 

Artículo 1º: Todos los educandos tienen derecho a recibir educación sexual integral en 
los establecimientos educativos público, de gestión estatal y privada de las 
jurisdicciones nacional, provincial, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y 
municipal. A los efectos de esta ley, entiéndase como educación sexual integral la que 
articula aspectos biológicos, psicológicos, sociales, afectivos y éticos.  

El uso problemático de sustancias es otra de las problemáticas que afectan hoy en día 
a la sociedad en general, es necesario que se adopten políticas de promoción y de 
prevención de manera de adelantarnos y evitar que el problema ya este instalado.  

Nuestros jóvenes no están exentos de esto, por el contrario, dicha problemática afecta 
principalmente a ello, acarreando otros problemas como violencia, delincuencia, etc.  

El sistema educativo, con la ayuda de los diferentes Organismos Gubernamentales, 
deben ofrecer prácticas educativas para trabajar la prevención sobre adicciones. Entre 
las adicciones consideramos también al tabaco y al alcohol, como drogas legales y 
socialmente aceptadas. 
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LEY 26.586 - EDUCACIÓN Y PREVENCIÓN SOBRE LAS ADICC IONES Y EL 
CONSUMO INDEBIDO DE DROGAS 

Artículo 2º: Créase el Programa Nacional de educación y Prevención sobre las 
Adicciones y el Consumo Indebido de Drogas en el ámbito del Ministerio de Educación, 
con responsabilidades concurrentes del Ministerio de Salud, la Secretaria nacional de 
Niñez, Adolescencia y Familia, en coordinación con la SEDRONAR o el organismo que 
tenga a su cargo las competencias en materia de prevención de las adicciones.  

Artículo 3º: El presente programa tiene como objeto orientar las prácticas educativas 
para trabajar en la educación y prevención sobre las adicciones y el consumo indebido 
de drogas, en todas las modalidades y niveles del Sistema Educativo Nacional.  

Artículo 4º: Son objetivos del Programa Nacional de Educación y Prevención sobre las 
Adicciones y el Consumo Indebido de Drogas: 

b) Diseñar e implementar acciones interdisciplinarias de educación y 
prevención sobre las adicciones, el consumo indebido de drogas en el ámbito 
educativo formal, de manera gradual, integral, continua y sistemática; 

c) Capacitar al personal docente y no docente de la institución escolar para 
educar para la salud y para la vida, en el marco de la libertad de enseñanza, de forma 
tal que los niños, niñas y adolescentes, desarrollen una personalidad que les permita 
afrontar con confianza los desafíos de la vida y los ayuden a construir proyectos 
personales y colectivos. Ofrecer a los demás miembros de la comunidad educativa 
espacios apropiados con la misma orientación 

Artículo 5º: El Ministerio de Educación, propondrá a las provincia dentro del Consejo 
Federal de Educación los lineamientos curriculares mínimos del Porgada Nacional de 
Educación y Prevención de las Adicciones y el Consumo Indebido de Drogas, de modo 
tal que se respeten y articulen los programas y actividades que las jurisdicciones 
tengan en aplicación al momento de la sanción de la presente ley.  

La OMS considera a la salud como el estado de completo bienestar físico, mental y 
social y no solamente la ausencia de enfermedad.  

A partir de aquí se desprende que la salud mental se logra en el ambiente cotidiano, 
Implica un estado de equilibrio entre una persona y su entorno socio- cultural. Todas 
las personas tienen la necesidad de salud mental.  

Esta ley pretende abordar las adicciones como parte integrante de las políticas de 
salud menta; teniendo la persona adicta (tanto a drogas legales como ilegales) los 
derechos que en dicha ley se destacan.  

LEY 26.657 - SALUD MENTAL 

Capítulo I: derechos y garantías 
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Artículo 1°: La presente ley tiene por objeto asegurar el derecho a la protección de la 
salud mental de todas las personas, y el pleno goce de los derechos humanos de 
aquellas con padecimiento mental que se encuentran en el territorio nacional, 
reconocidos en los instrumentos internacionales de derechos humanos, con jerarquía 
constitucional, sin perjuicio de las regulaciones más beneficiosas que para la 
protección de estos derechos puedan establecer las provincias y la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires. 

Capítulo II: Definición 

Artículo 3°: En el marco de la presente ley se reconoce a la salud mental como un 
proceso determinado por componentes históricos, socio-económicos, culturales, 
biológicos y psicológicos, cuya preservación y mejoramiento implica una dinámica de 
construcción social vinculada a la concreción de los derechos humanos y sociales de 
toda persona. 

Se debe partir de la presunción de capacidad de todas las personas. 

En ningún caso puede hacerse diagnóstico en el campo de la salud mental sobre la 
base exclusiva de: 

a) Status político, socio-económico, pertenencia a un grupo cultural, racial o religioso; 

b) Demandas familiares, laborales, falta de conformidad o adecuación con valores 
morales, sociales, culturales, políticos o creencias religiosas prevalecientes en la 
comunidad donde vive la persona; 

c) Elección o identidad sexual; 

d) La mera existencia de antecedentes de tratamiento u hospitalización. 

Artículo 4°: Las adicciones deben ser abordadas como parte integrante de las políticas 
de salud mental. Las personas con uso problemático de drogas, legales e ilegales, 
tienen todos los derechos y garantías que se establecen en la presente ley en su 
relación con los servicios de salud. 

Capítulo III: Ámbito de aplicación 

Artículo 6°: Los servicios y efectores de salud públicos y privados, cualquiera sea la 
forma jurídica que tengan, deben adecuarse a los principios establecidos en la 
presente ley. 

Capítulo IV: Derechos de las personas con padecimiento mental 

Artículo 7 — El Estado reconoce a las personas con padecimiento mental los siguientes 
derechos: 

a) Derecho a recibir atención sanitaria y social integral y humanizada, a partir del 
acceso gratuito, igualitario y equitativo a las prestaciones e insumos necesarios, con el 
objeto de asegurar la recuperación y preservación de su salud; 
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b) Derecho a conocer y preservar su identidad, sus grupos de pertenencia, su 
genealogía y su historia; 

c) Derecho a recibir una atención basada en fundamentos científicos ajustados a 
principios éticos; 

d) Derecho a recibir tratamiento y a ser tratado con la alternativa terapéutica más 
conveniente, que menos restrinja sus derechos y libertades, promoviendo la 
integración familiar, laboral y comunitaria; 

e) Derecho a ser acompañado antes, durante y luego del tratamiento por sus 
familiares, otros afectos o a quien la persona con padecimiento mental designe; 

f) Derecho a recibir o rechazar asistencia o auxilio espiritual o religioso; 

g) Derecho del asistido, su abogado, un familiar, o allegado que éste designe, a acceder 
a sus antecedentes familiares, fichas e historias clínicas; 

h) Derecho a que en el caso de internación involuntaria o voluntaria prolongada, las 
condiciones de la misma sean supervisadas periódicamente por el órgano de revisión; 

i) Derecho a no ser identificado ni discriminado por un padecimiento mental actual o 
pasado; 

j) Derecho a ser informado de manera adecuada y comprensible de los derechos que lo 
asisten, y de todo lo inherente a su salud y tratamiento, según las normas del 
consentimiento informado, incluyendo las alternativas para su atención, que en el caso 
de no ser comprendidas por el paciente se comunicarán a los familiares, tutores o 
representantes legales; 

k) Derecho a poder tomar decisiones relacionadas con su atención y su tratamiento 
dentro de sus posibilidades; 

l) Derecho a recibir un tratamiento personalizado en un ambiente apto con resguardo 
de su intimidad, siendo reconocido siempre como sujeto de derecho, con el pleno 
respeto de su vida privada y libertad de comunicación; 

m) Derecho a no ser objeto de investigaciones clínicas ni tratamientos experimentales 
sin un consentimiento fehaciente; 

n) Derecho a que el padecimiento mental no sea considerado un estado inmodificable; 

o) Derecho a no ser sometido a trabajos forzados; 

p) Derecho a recibir una justa compensación por su tarea en caso de participar de 
actividades encuadradas como laborterapia o trabajos comunitarios, que impliquen 
producción de objetos, obras o servicios que luego sean comercializados. 

Capítulo V: Modalidad de abordaje  

Artículo 8°: Debe promoverse que la atención en salud mental esté a cargo de un 
equipo interdisciplinario integrado por profesionales, técnicos y otros trabajadores 
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capacitados con la debida acreditación de la autoridad competente. Se incluyen las 
áreas de psicología, psiquiatría, trabajo social, enfermería, terapia ocupacional y otras 
disciplinas o campos pertinentes. 

LEY 26.206 - LEY NACIONAL DE EDUCACIÓN 

La presenta ley regula el ejercicio de enseñar y aprender, a continuación se destacan 
los principalesArtículo s de dicha ley, haciendo hincapié en las prioridades y objetivos 
de acuerdo a cada nivel de enseñanza, así como también derechos y obligaciones de 
los docentes.  

CAPITULO I 

PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTIAS 

Artículo 1º — La presente ley regula el ejercicio del derecho de enseñar y aprender 
consagrado por elArtículo 14 de la Constitución Nacional y los tratados internacionales 
incorporados a ella, conforme con las atribuciones conferidas al Honorable Congreso 
de la Nación en elArtículo 75, incisos 17, 18 y 19, y de acuerdo con los principios que 
allí se establecen y los que en esta ley se determinan. 

Artículo 2º — La educación y el conocimiento son un bien público y un derecho 
personal y social, garantizados por el Estado. 

Artículo 3º — La educación es una prioridad nacional y se constituye en política de 
Estado para construir una sociedad justa, reafirmar la soberanía e identidad nacional, 
profundizar el ejercicio de la ciudadanía democrática, respetar los derechos humanos y 
libertades fundamentales y fortalecer el desarrollo económico-social de la Nación. 

Artículo 4º — El Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
tienen la responsabilidad principal e indelegable de proveer una educación integral, 
permanente y de calidad para todos/as los/as habitantes de la Nación, garantizando la 
igualdad, gratuidad y equidad en el ejercicio de este derecho, con la participación de 
las organizaciones sociales y las familias. 

Artículo 5º — El Estado nacional fija la política educativa y controla su cumplimiento 
con la finalidad de consolidar la unidad nacional, respetando las particularidades 
provinciales y locales. 

Artículo 6º — El Estado garantiza el ejercicio del derecho constitucional de enseñar y 
aprender. Son responsables de las acciones educativas el Estado nacional, las 
provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en los términos fijados por 
elArtículo 4º de esta ley; los municipios, las confesiones religiosas reconocidas 
oficialmente y las organizaciones de la sociedad; y la familia, como agente natural y 
primario. 

Artículo 7º — El Estado garantiza el acceso de todos/as los/as ciudadanos/as a la 
información y al conocimiento como instrumentos centrales de la participación en un 
proceso de desarrollo con crecimiento económico y justicia social. 
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Artículo 8º — La educación brindará las oportunidades necesarias para desarrollar y 
fortalecer la formación integral de las personas a lo largo de toda la vida y promover 
en cada educando/a la capacidad de definir su proyecto de vida, basado en los valores 
de libertad, paz, solidaridad, igualdad, respeto a la diversidad, justicia, responsabilidad 
y bien común. 

CAPITULO II 

FINES Y OBJETIVOS DE LA POLITICA EDUCATIVA NACIONAL 

Artículo 11. — Los fines y objetivos de la política educativa nacional son: 

a) Asegurar una educación de calidad con igualdad de oportunidades y posibilidades, 
sin desequilibrios regionales ni inequidades sociales. 

b) Garantizar una educación integral que desarrolle todas las dimensiones de la 
persona y habilite tanto para el desempeño social y laboral, como para el acceso a 
estudios superiores. 

c) Brindar una formación ciudadana comprometida con los valores éticos y 
democráticos de participación, libertad, solidaridad, resolución pacífica de conflictos, 
respeto a los derechos humanos, responsabilidad, honestidad, valoración y 
preservación del patrimonio natural y cultural. 

d) Fortalecer la identidad nacional, basada en el respeto a la diversidad cultural y a las 
particularidades locales, abierta a los valores universales y a la integración regional y 
latinoamericana. 

e) Garantizar la inclusión educativa a través de políticas universales y de estrategias 
pedagógicas y de asignación de recursos que otorguen prioridad a los sectores más 
desfavorecidos de la sociedad. 

f) Asegurar condiciones de igualdad, respetando las diferencias entre las personas sin 
admitir discriminación de género ni de ningún otro tipo. 

g) Garantizar, en el ámbito educativo, el respeto a los derechos de los/as niños/as y 
adolescentes establecidos en la Ley Nº 26.061. 

h) Garantizar a todos/as el acceso y las condiciones para la permanencia y el egreso de 
los diferentes niveles del sistema educativo, asegurando la gratuidad de los servicios 
de gestión estatal, en todos los niveles y modalidades. 

i) Asegurar la participación democrática de docentes, familias y estudiantes en las 
instituciones educativas de todos los niveles. 

j) Concebir la cultura del trabajo y del esfuerzo individual y cooperativo como principio 
fundamental de los procesos de enseñanza-aprendizaje. 

k) Desarrollar las capacidades y ofrecer oportunidades de estudio y aprendizaje 
necesarias para la educación a lo largo de toda la vida. 
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I) Fortalecer la centralidad de la lectura y la escritura, corno condiciones básicas para la 
educación a lo largo de toda la vida, la construcción de una ciudadanía responsable y la 
libre circulación del conocimiento. 

m) Desarrollar las competencias necesarias para el manejo de los nuevos lenguajes 
producidos por las tecnologías de la información y la comunicación. 

n) Brindar a las personas con discapacidades, temporales o permanentes, una 
propuesta pedagógica que les permita el máximo desarrollo de sus posibilidades, la 
integración y el pleno ejercicio de sus derechos. 

ñ) Asegurar a los pueblos indígenas el respeto a su lengua y a su identidad cultural, 
promoviendo la valoración de la multiculturalidad en la formación de todos/as los/as 
educandos/as. 

o) Comprometer a los medios masivos de comunicación a asumir mayores grados de 
responsabilidad ética y social por los contenidos y valores que transmiten. 

p) Brindar conocimientos y promover valores que fortalezcan la formación integral de 
una sexualidad responsable. 

q) Promover valores y actitudes que fortalezcan las capacidades de las personas para 
prevenir las adicciones y el uso indebido de drogas. 

CAPITULO II 

EDUCACION INICIAL 

Artículo 20. — Son objetivos de la Educación Inicial: 

a) Promover el aprendizaje y desarrollo de los/as niños/as de CUARENTA Y CINCO (45) 
días a CINCO (5) años de edad inclusive, como sujetos de derechos y partícipes 
activos/as de un proceso de formación integral, miembros de una familia y de una 
comunidad. 

b) Promover en los/as niños/as la solidaridad, confianza, cuidado, amistad y respeto a 
sí mismo y a los/as otros/as. 

c) Desarrollar su capacidad creativa y el placer por el conocimiento en las experiencias 
de aprendizaje. 

d) Promover el juego como contenido de alto valor cultural para el desarrollo 
cognitivo, afectivo, ético, estético, motor y social. 

e) Desarrollar la capacidad de expresión y comunicación a través de los distintos 
lenguajes, verbales y no verbales: el movimiento, la música, la expresión plástica y la 
literatura. 

f) Favorecer la formación corporal y motriz a través de la educación tísica. 

g) Propiciar la participación de las familias en el cuidado y la tarea educativa 
promoviendo la comunicación y el respeto mutuo. 



Derechos de la Comunidad - Cuadernillo de Leyes 
11 de 79 

 

h) Atender a las desigualdades educativas de origen social y familiar para favorecer 
una integración plena de todos/as los/as niños/as en el sistema educativo. 

i) Prevenir y atender necesidades especiales y dificultades de aprendizaje. 

CAPITULO III 

EDUCACION PRIMARIA 

Artículo 26. — La Educación Primaria es obligatoria y constituye una unidad 
pedagógica y organizativa destinada a la formación de los/as niños/as a partir de los 
SEIS (6) años de edad. 

Artículo 27. — La Educación Primaria tiene por finalidad proporcionar una formación 
integral, básica y común y sus objetivos son: 

a) Garantizar a todos/as los/as niños/as el acceso a un conjunto de saberes comunes 
que les permitan participar de manera plena y acorde a su edad en la vida familiar, 
escolar y comunitaria. 

b) Ofrecer las condiciones necesarias para un desarrollo integral de la infancia en todas 
sus dimensiones. 

c) Brindar oportunidades equitativas a todos/as los/as niños/as para el aprendizaje de 
saberes significativos en los diversos campos del conocimiento, en especial la lengua y 
la comunicación, las ciencias sociales, la matemática, las ciencias naturales y el medio 
ambiente, las lenguas extranjeras, el arte y la cultura y la capacidad de aplicarlos en 
situaciones de la vida cotidiana. 

d) Generar las condiciones pedagógicas para el manejo de las nuevas tecnologías de la 
información y la comunicación, así como para la producción y recepción crítica de los 
discursos mediáticos. 

e) Promover el desarrollo de una actitud de esfuerzo, trabajo y responsabilidad en el 
estudio y de curiosidad e interés por el aprendizaje, fortaleciendo la confianza en las 
propias posibilidades de aprender. 

f) Desarrollar la iniciativa individual y el trabajo en equipo y hábitos de convivencia 
solidaria y cooperación. 

g) Fomentar el desarrollo de la creatividad y la expresión, el placer estético y la 
comprensión, conocimiento y valoración de las distintas manifestaciones del arte y la 
cultura. 

h) Brindar una formación ética que habilite para el ejercicio de una ciudadanía 
responsable y permita asumir los valores de libertad, paz, solidaridad, igualdad, 
respeto a la diversidad, justicia, responsabilidad y bien común. 

i) Ofrecer los conocimientos y las estrategias cognitivas necesarias para continuar los 
estudios en la Educación Secundaria. 
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j) Brindar oportunidades para una educación física que promueva la formación 
corporal y motriz y consolide el desarrollo armónico de todos/as los/as niños/as. 

k) Promover el juego como actividad necesaria para el desarrollo cognitivo, afectivo, 
ético, estético, motor y social. 

l) Promover el conocimiento y los valores que permitan el desarrollo de actitudes de 
protección y cuidado del patrimonio cultural y el medio ambiente. 

CAPITULO IV 

EDUCACION SECUNDARIA 

Artículo 29. — La Educación Secundaria es obligatoria y constituye una unidad 
pedagógica y organizativa destinada a los/as adolescentes y jóvenes que hayan 
cumplido con el nivel de Educación Primaria. 

Artículo 30. — La Educación Secundaria en todas sus modalidades y orientaciones 
tiene la finalidad de habilitar a los/las adolescentes y jóvenes para el ejercicio pleno de 
la ciudadanía, para el trabajo y para la continuación de estudios. Son sus objetivos: 

a) Brindar una formación ética que permita a los/as estudiantes desempeñarse como 
sujetos conscientes de sus derechos y obligaciones, que practican el pluralismo, la 
cooperación y la solidaridad, que respetan los derechos humanos, rechazan todo tipo 
de discriminación, se preparan para el ejercicio de la ciudadanía democrática y 
preservan el patrimonio natural y cultural. 

b) Formar sujetos responsables, que sean capaces de utilizar el conocimiento como 
herramienta para comprender y transformar constructivamente su entorno social, 
económico, ambiental y cultural, y de situarse como participantes activos/as en un 
mundo en permanente cambio. 

c) Desarrollar y consolidar en cada estudiante las capacidades de estudio, aprendizaje 
e investigación, de trabajo individual y en equipo, de esfuerzo, iniciativa y 
responsabilidad, como condiciones necesarias para el acceso al mundo laboral, los 
estudios superiores y la educación a lo largo de toda la vida. 

LOS/AS DOCENTES Y SU FORMACION 

CAPITULO I 

DERECHOS Y OBLIGACIONES 

Artículo 67. — Los/as docentes de todo el sistema educativo tendrán los siguientes 
derechos y obligaciones, sin perjuicio de los que establezcan las negociaciones 
colectivas y la legislación laboral general y específica: 

Derechos: 

a) Al desempeño en cualquier jurisdicción, mediante la acreditación de los títulos y 
certificaciones, de acuerdo con la normativa vigente. 
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b) A la capacitación y actualización integral, gratuita y en servicio, a lo largo de toda su 
carrera. 

c) Al ejercicio de la docencia sobre la base de la libertad de cátedra y la libertad de 
enseñanza, en el marco de los principios establecidos por la Constitución Nacional y las 
disposiciones de esta ley. 

d) A la activa participación en la elaboración e implementación del proyecto 
institucional de la escuela. 

Obligaciones: 

a) A respetar y hacer respetar los principios constitucionales, las disposiciones de la 
presente ley, la normativa institucional y la que regula la tarea docente. 

b) A cumplir con los lineamientos de la política educativa de la Nación y de la 
respectiva jurisdicción y con los diseños curriculares de cada uno de los niveles y 
modalidades. 

c) A capacitarse y actualizarse en forma permanente. 

d) A ejercer su trabajo de manera idónea y responsable. 

e) A proteger y garantizar los derechos de los/as niños/as y adolescentes que se 
encuentren bajo su responsabilidad, en concordancia con lo dispuesto en la Ley Nº 
26.061. 

f) A respetar la libertad de conciencia, la dignidad, integridad e intimidad de todos los 
miembros de la comunidad educativa. 

LEY 23.849 - APRUEBA LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECH OS DEL NIÑO 

Dicha ley aprueba la Convención sobre los derechos del Niño. Todo niño tiene derecho 
a la supervivencia al desarrollo pleno, a la protección contra influencias peligrosas, los 
malos tratos y la explotación; y la plena participación en la via familiar, cultural y social. 
Los cuatro principios fundamentales de la Convención son; la no discriminación, el 
interés superior del niño, el derecho a la vida, la supervivencia y desarrollo, y el 
respeto por los puntos de vista del niño.  

Con relación alArtículo 1º de la CONVENCION SOBRE LOS DERECHOS 

DEL NIÑO, la REPUBLICA ARGENTINA declara que el mismo debe interpretarse en el 
sentido que se entiende por niño todo ser humano desde el momento de su 
concepción y hasta los 18 años de edad. 

Convención sobre los Derechos del Niño 

PREAMBULO 

Los Estados Partes en la presente Convención 
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Convencidos de que la familia, como grupo fundamental de la sociedad y medio 
natural para el crecimiento y bienestar de todos sus miembros, y en particular de los 
niños, debe recibir la protección y asistencia necesarias para poder asumir plenamente 
sus responsabilidades dentro de la comunidad 

Reconociendo que el niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad, 
debe crecer en el seno de la familia, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión, 

Considerando que el niño debe estar plenamente preparado para una vida 
independiente en sociedad y ser educado en el espíritu de los ideales proclamados en 
la Carta de las Naciones Unidas y, en particular, en un espíritu de paz, dignidad, 
tolerancia, libertad, igualdad y solidaridad, 

Teniendo presente que, como se indica en la Declaración de los Derechos del Niño, "el 
niño, por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, 
incluso la debida protección legal, tanto antes como después del nacimiento". 

PARTE I 

Artículo 1 

1. Para los efectos de la presente Convención, se entiende por niño todo ser humano 
menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, 
haya alcanzado antes la mayoría de edad. 

2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado 
que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de 
sus padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, 
tomarán todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas. 

3. Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y 
establecimientos encargados del cuidado o la protección de los niños cumplan las 
normas establecidas por las autoridades competentes, especialmente en materia de 
seguridad, sanidad, número y competencia de su personal, así como en relación con la 
existencia de una supervisión adecuada. 

Artículo 6 

1. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida. 

2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y el 
desarrollo del niño. 

Artículo 9 

1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres contra la 
voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades 
competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, 
que tal separación es necesaria en el interés superior del niño. Tal determinación 
puede ser necesaria en casos particulares, por ejemplo, en los casos en que el niño sea 
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objeto de maltrato o descuido por parte de sus padres o cuando éstos viven separados 
y debe adoptarse una decisión acerca del lugar de residencia del niño. 

2. En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el párrafo 1 del 
presenteArtículo , se ofrecerá a todas las partes interesadas la oportunidad de 
participar en él y de dar a conocer sus opiniones. 

3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de 
ambos padres a mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres 
de modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño. 

4. Cuando esa separación sea resultado de una medida adoptada por un Estado Parte, 
como la detención, el encarcelamiento, el exilio, la deportación o la muerte (incluido el 
fallecimiento debido a cualquier causa mientras la persona esté bajo la custodia del 
Estado ) de uno de los padres del niño, o de ambos, o del niño, el Estado Parte 
proporcionará, cuando se le pida, a los padres, al niño o, si procede, a otro familiar, 
información básica acerca del paradero del familiar o familiares ausentes, a no ser que 
ello resultase perjudicial para el bienestar del niño. Los Estados Partes se cerciorarán, 
además, de que la presentación de tal petición no entrañe por sí misma consecuencias 
desfavorables para la persona o personas interesadas. 

Artículo 12 

1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un 
juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que 
afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función 
de la edad y madurez del niño. 

2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser escuchado en todo 
procedimiento judicial o administrativo que afecte al niño, ya sea directamente o por 
medio de un representante o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas 
de procedimientos de la ley nacional. 

Artículo 13 

1. El niño tendrá derecho a la libertad de expresión; ese derecho incluirá la libertad de 
buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de todo tipo, sin consideración de 
fronteras, ya sea oralmente, por escrito o impresas, en forma artística o por cualquier 
otro medio elegido por el niño 

LEY 24.417 - PROTECCIÓN CONTRA LA VIOLENCIA FAMILIA R 

Contiene disposiciones de fondo y de forma referida a la problemática de la violencia 
familiar, contiene disposiciones de fondo y de forma referida a la problemática de la 
violencia familiar en el seno intrafamiliar y el abordaje judicial e institucional que debe 
cumplirse ante este tipo de situaciones.  

PROTECCIÓN CONTRA LA VIOLENCIA FAMILIAR 
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Artículo 1º.- Toda persona que sufriese lesiones o maltrato físico o psíquico por parte 
de alguno de los integrantes del grupo familiar podrá denunciar estos hechos en forma 
verbal o escrita ante el juez con competencia en asuntos de familia y solicitar medidas 
cautelares conexas. A los efectos de esta Ley se entiende por grupo familiar el 
originado en el matrimonio o en las uniones de hecho. 

Artículo 2º.- Cuando los damnificados fuesen menores o incapaces, ancianos o 
discapacitados, los hechos deberán ser denunciados por sus representantes legales y/o 
el Ministerio Público. También estarán obligados a efectuar la denuncia los servicios 
asistenciales sociales y educativos, públicos o privados; los profesionales de la salud y 
todo funcionario público en razón de su labor. El menor o incapaz puede directamente 
poner en conocimiento de los hechos al Ministerio Público. 

Decreto 235/96 - REGLAMENTARIO DE LA LEY 24.417 DE PROTECCIÓN CONTRA LA 
VIOLENCIA FAMILIAR 

EL CONSEJO NACIONAL DEL MENOR Y LA FAMILIA deberá informar a los jueces cuáles 
son las instituciones donde se asegurará al agresor y/o su grupo familiar, asistencia 
médico-psicológica gratuita. 

LEY 26.485 - VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES     

TITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 2º — Objeto. La presente ley tiene por objeto promover y garantizar: 

a) La eliminación de la discriminación entre mujeres y varones en todos los órdenes de 
la vida; 

b) El derecho de las mujeres a vivir una vida sin violencia; 

c) Las condiciones aptas para sensibilizar y prevenir, sancionar y erradicar la 
discriminación y la violencia contra las mujeres en cualquiera de sus manifestaciones y 
ámbitos; 

d) El desarrollo de políticas públicas de carácter interinstitucional sobre violencia 
contra las mujeres; 1947) 

e) La remoción de patrones socioculturales que promueven y sostienen la desigualdad 
de género y las relaciones de poder sobre las mujeres; 

f) El acceso a la justicia de las mujeres que padecen violencia; 

g) La asistencia integral a las mujeres que padecen violencia en las áreas estatales y 
privadas que realicen actividades programáticas destinadas a las mujeres y/o en los 
servicios especializados de violencia. 

Artículo 3º — Derechos Protegidos. Esta ley garantiza todos los derechos reconocidos 
por la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la 
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Mujer, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer, la Convención sobre los Derechos de los Niños y la Ley 26.061 de 
Protección Integral de los derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y, en especial, 
los referidos a: 

a) Una vida sin violencia y sin discriminaciones; 

b) La salud, la educación y la seguridad personal; 

c) La integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial; 

d) Que se respete su dignidad; 

e) Decidir sobre la vida reproductiva, número de embarazos y cuándo tenerlos, de 
conformidad con la Ley 25.673 de Creación del Programa Nacional de Salud Sexual y 
Procreación Responsable; 

f) La intimidad, la libertad de creencias y de pensamiento; 

g) Recibir información y asesoramiento adecuado; 

h) Gozar de medidas integrales de asistencia, protección y seguridad; 

i) Gozar de acceso gratuito a la justicia en casos comprendidos en el ámbito de 
aplicación de la presente ley; 

j) La igualdad real de derechos, oportunidades y de trato entre varones y mujeres; 

k) Un trato respetuoso de las mujeres que padecen violencia, evitando toda conducta, 
acto u omisión que produzca revictimización. 

Artículo 4º — Definición. Se entiende por violencia contra las mujeres toda conducta, 
acción u omisión, que de manera directa o indirecta, tanto en el ámbito público como 
en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte su vida, libertad, 
dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así 
también su seguridad personal. Quedan comprendidas las perpetradas desde el Estado 
o por sus agentes. 

Se considera violencia indirecta, a los efectos de la presente ley, toda conducta, acción 
omisión, disposición, criterio o práctica discriminatoria que ponga a la mujer en 
desventaja con respecto al varón. 

Artículo 5º — Tipos. Quedan especialmente comprendidos en la definición delArtículo 
precedente, los siguientes tipos de violencia contra la mujer: 

1.- Física: La que se emplea contra el cuerpo de la mujer produciendo dolor, daño o 
riesgo de producirlo y cualquier otra forma de maltrato agresión que afecte su 
integridad física. 

2.- Psicológica: La que causa daño emocional y disminución de la autoestima o 
perjudica y perturba el pleno desarrollo personal o que busca degradar o controlar sus 
acciones, comportamientos, creencias y decisiones, mediante amenaza, acoso, 
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hostigamiento, restricción, humillación, deshonra, descrédito, manipulación 
aislamiento. Incluye también la culpabilización, vigilancia constante, exigencia de 
obediencia sumisión, coerción verbal, persecución, insulto, indiferencia, abandono, 
celos excesivos, chantaje, ridiculización, explotación y limitación del derecho de 
circulación o cualquier otro medio que cause perjuicio a su salud psicológica y a la 
autodeterminación. 

3.- Sexual: Cualquier acción que implique la vulneración en todas sus formas, con o sin 
acceso genital, del derecho de la mujer de decidir voluntariamente acerca de su vida 
sexual o reproductiva a través de amenazas, coerción, uso de la fuerza o intimidación, 
incluyendo la violación dentro del matrimonio o de otras relaciones vinculares o de 
parentesco, exista o no convivencia, así como la prostitución forzada, explotación, 
esclavitud, acoso, abuso sexual y trata de mujeres. 

4.- Económica y patrimonial: La que se dirige a ocasionar un menoscabo en los 
recursos económicos o patrimoniales de la mujer, a través de: 

a) La perturbación de la posesión, tenencia o propiedad de sus bienes; 

b) La pérdida, sustracción, destrucción, retención o distracción indebida de objetos, 
instrumentos de trabajo, documentos personales, bienes, valores y derechos 
patrimoniales; 

c) La limitación de los recursos económicos destinados a satisfacer sus necesidades o 
privación de los medios indispensables para vivir una vida digna; 

d) La limitación o control de sus ingresos, así como la percepción de un salario menor 
por igual tarea, dentro de un mismo lugar de trabajo. 

5.- Simbólica: La que a través de patrones estereotipados, mensajes, valores, íconos o 
signos transmita y reproduzca dominación, desigualdad y discriminación en las 
relaciones sociales, naturalizando la subordinación de la mujer en la sociedad. 

CAPITULO III 

LINEAMIENTOS BASICOS PARA LAS POLITICAS ESTATALES 

Artículo 10. — Fortalecimiento técnico a las jurisdicciones. El Estado nacional deberá 
promover y fortalecer interinstitucionalmente a las distintas jurisdicciones para la 
creación e implementación de servicios integrales de asistencia a las mujeres que 
padecen violencia y a las personas que la ejercen, debiendo garantizar: 

1.- Campañas de educación y capacitación orientadas a la comunidad para informar, 
concientizar y prevenir la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que 
desarrollen sus relaciones interpersonales. 

2.- Unidades especializadas en violencia en el primer nivel de atención que trabajen en 
la prevención y asistencia de hechos de violencia, las que coordinarán sus actividades 
según los estándares, protocolos y registros establecidos y tendrán un abordaje 
integral de las siguientes actividades: 
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a) Asistencia interdisciplinaria para la evaluación, diagnóstico y definición de 
estrategias de abordaje; 

b) Grupos de ayuda mutua; 

c) Asistencia y patrocinio jurídico gratuito; 

d) Atención coordinada con el área de salud que brinde asistencia médica y 
psicológica; 

e) Atención coordinada con el área social que brinde los programas de asistencia 
destinados a promover el desarrollo humano. 

3.- Programas de asistencia económica para el autovalimiento de la mujer. 

4.- Programas de acompañantes comunitarios para el sostenimiento de la estrategia 
de autovalimiento de la mujer. 

5.- Centros de día para el fortalecimiento integral de la mujer. 

6.- Instancias de tránsito para la atención y albergue de las mujeres que padecen 
violencia en los casos en que la permanencia en su domicilio o residencia implique una 
amenaza inminente a su integridad física, psicológica o sexual, o la de su grupo 
familiar, debiendo estar orientada a la integración inmediata a su medio familiar, social 
y laboral. 

7.- Programas de reeducación destinados a los hombres que ejercen violencia. 

Artículo 11. — Políticas públicas. El Estado nacional implementará el desarrollo de las 
siguientes acciones prioritarias, promoviendo su articulación y coordinación con los 
distintos Ministerios y Secretarías del Poder Ejecutivo nacional, jurisdicciones 
provinciales y municipales, universidades y organizaciones de la sociedad civil con 
competencia en la materia: 

4.- Ministerio de Salud de la Nación: 

a) Incorporar la problemática de la violencia contra las mujeres en los programas de 
salud integral de la mujer; 

b) Promover la discusión y adopción de los instrumentos aprobados por el Ministerio 
de Salud de la Nación en materia de violencia contra las mujeres en el ámbito del 
Consejo Federal de Salud; 

c) Diseñar protocolos específicos de detección precoz y atención de todo tipo y 
modalidad de violencia contra las mujeres, prioritariamente en las áreas de atención 
primaria de salud, emergencias, clínica médica, obstetricia, ginecología, traumatología, 
pediatría, y salud mental, que especifiquen el procedimiento a seguir para la atención 
de las mujeres que padecen violencia, resguardando la intimidad de la persona asistida 
y promoviendo una práctica médica no sexista. El procedimiento deberá asegurar la 
obtención y preservación de elementos probatorios; 



Derechos de la Comunidad - Cuadernillo de Leyes 
20 de 79 

 

d) Promover servicios o programas con equipos interdisciplinarios especializados en la 
prevención y atención de la violencia contra las mujeres y/o de quienes la ejerzan con 
la utilización de protocolos de atención y derivación; 

e) Impulsar la aplicación de un Registro de las personas asistidas por situaciones de 
violencia contra las mujeres, que coordine los niveles nacionales y provinciales. 

f) Asegurar la asistencia especializada de los/ as hijos/as testigos de violencia; 

g) Promover acuerdos con la Superintendencia de Servicios de Salud u organismo que 
en un futuro lo reemplace, a fin de incluir programas de prevención y asistencia de la 
violencia contra las mujeres, en los establecimientos médico-asistenciales, de la 
seguridad social y las entidades de medicina prepaga, los que deberán incorporarlas en 
su cobertura en igualdad de condiciones con otras prestaciones; 

h) Alentar la formación continua del personal médico sanitario con el fin de mejorar el 
diagnóstico precoz y la atención médica con perspectiva de género; 

i) Promover, en el marco del Consejo Federal de Salud, el seguimiento y monitoreo de 
la aplicación de los protocolos. Para ello, los organismos nacionales y provinciales 
podrán celebrar convenios con instituciones y organizaciones de la sociedad civil. 

LEY 26.061 – PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS DERECHOS DE  LAS NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES 

Artículo 3° — INTERES SUPERIOR. A los efectos de la presente ley se entiende por 
interés superior de la niña, niño y adolescente la máxima satisfacción, integral y 
simultánea de los derechos y garantías reconocidos en esta ley. 

Debiéndose respetar: 

a) Su condición de sujeto de derecho; 

b) El derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser oídos y que su opinión sea tenida 
en cuenta; 

c) El respeto al pleno desarrollo personal de sus derechos en su medio familiar, social y 
cultural;  

d) Su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento y demás condiciones 
personales; 

e) El equilibrio entre los derechos y garantías de las niñas, niños y adolescentes y las 
exigencias del bien común; 

f) Su centro de vida. Se entiende por centro de vida el lugar donde las niñas, niños y 
adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su 
existencia. Este principio rige en materia de patria potestad, pautas a las que se 
ajustarán el ejercicio de la misma, filiación, restitución del niño, la niña o el 
adolescente, adopción, emancipación y toda circunstancia vinculada a las anteriores 
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cualquiera sea el ámbito donde deba desempeñarse. Cuando exista conflicto entre los 
derechos e intereses de las niñas, niños y adolescentes frente a otros derechos e 
intereses igualmente legítimos, prevalecerán los primeros. 

Artículo 4° — POLITICAS PUBLICAS. Las políticas públicas de la niñez y adolescencia se 
elaborarán de acuerdo a las siguientes pautas: 

a) Fortalecimiento del rol de la familia en la efectivización de los derechos de las niñas, 
niños y adolescentes; 

b) Descentralización de los organismos de aplicación y de los planes y programas 
específicos de las distintas políticas de protección de derechos, a fin de garantizar 
mayor autonomía, agilidad y eficacia; 

c) Gestión asociada de los organismos de gobierno en sus distintos niveles en 
coordinación con la sociedad civil, con capacitación y fiscalización permanente; 

d) Promoción de redes intersectoriales locales; 

e) Propiciar la constitución de organizaciones y organismos para la defensa y 
protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes. 

Artículo 6° — PARTICIPACION COMUNITARIA. La Comunidad, por motivos de 
solidaridad y en ejercicio de la democracia participativa, debe y tiene derecho a ser 
parte activa en el logro de la vigencia plena y efectiva de los derechos y garantías de 
las niñas, niños y adolescentes. 

Artículo 7° — RESPONSABILIDAD FAMILIAR. La familia es responsable en forma 
prioritaria de asegurar a las niñas, niños y adolescentes el disfrute pleno y el efectivo 
ejercicio de sus derechos y garantías. 

El padre y la madre tienen responsabilidades y obligaciones comunes e iguales en lo 
que respecta al cuidado, desarrollo y educación integral de sus hijos. Los Organismos 
del Estado deben asegurar políticas, programas y asistencia apropiados para que la 
familia pueda asumir adecuadamente esta responsabilidad, y para que los padres 
asuman, en igualdad de condiciones, sus responsabilidades y obligaciones. 

TITULO II 

PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTIAS 

Artículo 8° — DERECHO A LA VIDA. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la 
vida, a su disfrute, protección y a la obtención de una buena calidad de vida. 

Artículo 9° — DERECHO A LA DIGNIDAD Y A LA INTEGRIDAD 

PERSONAL. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la dignidad como sujetos 
de derechos y de personas en desarrollo; a no ser sometidos a trato violento, 
discriminatorio, vejatorio, humillante, intimidatorio; a no ser sometidos a ninguna 
forma de explotación económica, torturas, abusos o negligencias, explotación sexual, 
secuestros o tráfico para cualquier fin o en cualquier forma o condición cruel o 
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degradante. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a su integridad física, 
sexual, psíquica y moral. La persona que tome conocimiento de malos tratos, o de 
situaciones que atenten contra la integridad psíquica, física, sexual o moral de un niño, 
niña o adolescente, o cualquier otra violación a sus derechos, debe comunicar a la 
autoridad local de aplicación de la presente ley. Los Organismos del Estado deben 
garantizar programas gratuitos de asistencia y atención integral que promuevan la 
recuperación de todas las niñas, niños y adolescentes. 

Artículo 10. — DERECHO A LA VIDA PRIVADA E INTIMIDAD 

FAMILIAR. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la vida privada e intimidad 
de y en la vida familiar. Estos derechos no pueden ser objeto de injerencias arbitrarias 
o ilegales. 

Artículo 11. — DERECHO A LA IDENTIDAD. Las niñas, niños y adolescentes tienen 
derecho a un nombre, a una nacionalidad, a su lengua de origen, al conocimiento de 
quiénes son sus padres, a la preservación de sus relaciones familiares de conformidad 
con la ley, a la cultura de su lugar de origen y a preservar su identidad e idiosincrasia, 
salvo la excepción prevista en losArtículo s 327 y 328 del Código Civil. 

Los Organismos del Estado deben facilitar y colaborar en la búsqueda, localización u 
obtención de información, de los padres u otros familiares de las niñas, niños y 
adolescentes facilitándoles el encuentro o reencuentro familiar. Tienen derecho a 
conocer a sus padres biológicos, y a crecer y desarrollarse en su familia de origen, a 
mantener en forma regular y permanente el vínculo personal y directo con sus padres, 
aun cuando éstos estuvieran separados o divorciados, o pesara sobre cualquiera de 
ellos denuncia penal o sentencia, salvo que dicho vínculo, amenazare o violare alguno 
de los derechos de las niñas, niños y adolescentes que consagra la ley. 

En toda situación de institucionalización de los padres, los Organismos del Estado 
deben garantizar a las niñas, niños y adolescentes el vínculo y el contacto directo y 
permanente con aquéllos, siempre que no contraríe el interés superior del niño. Sólo 
en los casos en que ello sea imposible y en forma excepcional tendrán derecho a vivir, 
ser criados y desarrollarse en un grupo familiar alternativo o a tener una familia 
adoptiva, de conformidad con la ley. 

Artículo 15. — DERECHO A LA EDUCACION. Las niñas, niños y adolescentes tienen 
derecho a la educación pública y gratuita, atendiendo a su desarrollo integral, su 
preparación para el ejercicio de la ciudadanía, su formación para la convivencia 
democrática y el trabajo, respetando su identidad cultural y lengua de origen, su 
libertad de creación y el desarrollo máximo de sus competencias individuales; 
fortaleciendo los valores de solidaridad, respeto por los derechos humanos, tolerancia, 
identidad cultural y conservación del ambiente. 

Tienen derecho al acceso y permanencia en un establecimiento educativo cercano a su 
residencia. En el caso de carecer de documentación que acredite su identidad, se los 
deberá inscribir provisoriamente, debiendo los Organismos del Estado arbitrar los 
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medios destinados a la entrega urgente de este documento. Por ninguna causa se 
podrá restringir el acceso a la educación debiendo entregar la certificación o diploma 
correspondiente. Las niñas, niños y adolescentes con capacidades especiales tienen 
todos los derechos y garantías consagrados y reconocidos por esta ley, además de los 
inherentes a su condición específica. Los Organismos del Estado, la familia y la 
sociedad deben asegurarles el pleno desarrollo de su personalidad hasta el máximo de 
sus potencialidades, así como el goce de una vida plena y digna. 

Artículo 16. — GRATUIDAD DE LA EDUCACION. La educación pública será gratuita en 
todos los servicios estatales, niveles y regímenes especiales, de conformidad con lo 
establecido en el ordenamiento jurídico vigente. 

Artículo 17. — PROHIBICION DE DISCRIMINAR POR ESTADO 

DE EMBARAZO, MATERNIDAD Y PATERNIDAD. Prohíbase a las instituciones educativas 
públicas y privadas imponer por causa de embarazo, maternidad o paternidad, 
medidas correctivas o sanciones disciplinarias a las niñas, niños y adolescentes. 

Los Organismos del Estado deben desarrollar un sistema conducente a permitir la 
continuidad y la finalización de los estudios de las niñas, niños y adolescentes. La mujer 
privada de su libertad será especialmente asistida durante el embarazo y el parto, y se 
le proveerán los medios materiales para la crianza adecuada de su hijo mientras éste 
permanezca en el medio carcelario, facilitándose la comunicación con su familia a 
efectos de propiciar su integración a ella. 

Artículo 19. — DERECHO A LA LIBERTAD. Las niñas, niños y adolescentes tienen 
derecho a la libertad. 

Este derecho comprende: 

a) Tener sus propias ideas, creencias o culto religioso según el desarrollo de sus 
facultades y con las limitaciones y garantías consagradas por el ordenamiento jurídico 
y ejercerlo bajo la orientación de sus padres, tutores, representantes legales o 
encargados de los mismos; 

b) Expresar su opinión en los ámbitos de su vida cotidiana, especialmente en la familia, 
la comunidad y la escuela; 

c) Expresar su opinión como usuarios de todos los servicios públicos y, con las 
limitaciones de la ley, en todos los procesos judiciales y administrativos que puedan 
afectar sus derechos. Las personas sujetos de esta ley tienen derecho a su libertad 
personal, sin más límites que los establecidos en el ordenamiento jurídico vigente. 

No pueden ser privados de ella ilegal o arbitrariamente. La privación de libertad 
personal, entendida como ubicación de la niña, niño o adolescente en un lugar de 
donde no pueda salir por su propia voluntad, debe realizarse de conformidad con la 
normativa vigente. 
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LEY 26.390  - PROHIBICIÓN DE TRABAJO INFANTIL Y PRO TECCIÓN DEL 
TRABAJO ADOLESCENTE 

Prohíbe el trabajo de la/os niña/os por debajo de los 16 años y protege el trabajo 
adolescente entre los16 y los 18 años.  

“Título VIII: De la prohibición del trabajo infantil y de la protección del trabajo 
adolescente” 

Artículo 2º — La presente ley alcanzará el trabajo de las personas menores de 
dieciocho (18) años en todas sus formas. Se eleva la edad mínima de admisión al 
empleo a dieciséis (16) años en los términos de la presente. 

Queda prohibido el trabajo de las personas menores de dieciséis (16) años en todas 
sus formas, exista o no relación de empleo contractual, y sea éste remunerado o no. 
Toda ley, convenio colectivo o cualquier otra fuente normativa que establezca una 
edad mínima de admisión al empleo distinta a la fijada en el segundo párrafo, se 
considerará a ese solo efecto modificada por esta norma. 

Artículo 32: Capacidad. Las personas desde los dieciocho (18) años, pueden celebrar 
contrato de trabajo. Las personas desde los dieciséis (16) años y menores de dieciocho 
(18) años, pueden celebrar contrato de trabajo, con autorización de sus padres, 
responsables o tutores. Se presume tal autorización cuando el adolescente viva 
independientemente de ellos. 

Artículo 189: Menores de dieciséis (16) años. Prohibición de su empleo. Queda 
prohibido a los empleadores ocupar personas menores de dieciséis (16) años en 
cualquier tipo de actividad, persiga o no fines de lucro. 

Artículo 189 bis: Empresa de la familia. Excepción .Las personas mayores de catorce 
(14) y menores a la edad indicada en elArtículo anterior podrán ser ocupados en 
empresas cuyo titular sea su padre, madre o tutor, en jornadas que no podrán superar 
las tres (3) horas diarias, y las quince (15) horas semanales, siempre que no se trate de 
tareas penosas, peligrosas y/o insalubres, y que cumplan con la asistencia escolar. La 
empresa de la familia del trabajador menor que pretenda acogerse a esta excepción a 
la edad mínima de admisión al empleo, deberá obtener autorización de la autoridad 
administrativa laboral de cada jurisdicción. Cuando, por cualquier vínculo o acto, o 
mediante cualquiera de las formas de descentralización productiva, la empresa del 
padre, la madre o del tutor se encuentre subordinada económicamente o fuere 
contratista o proveedora de otra empresa, no podrá obtener la autorización 
establecida en esta norma. 

Artículo 2º: No podrán ser contratadas como empleadas en el servicio doméstico las 
personas emparentadas con el dueño de casa, ni aquellas que sean exclusivamente 
contratadas para cuidar enfermos o conducir vehículos. No podrán ser contratadas 
como empleadas en el servicio doméstico las personas menores de dieciséis (16) años. 
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Artículo 107: Queda prohibido el trabajo de las personas menores de dieciséis (16) 
años, cualquiera fuere la índole de las tareas que se pretendiere asignarles. Las 
personas mayores de catorce (14) años y menores a la edad indicada en elArtículo 
anterior podrán ser ocupados en explotaciones cuyo titular sea su padre, madre o 
tutor, en jornadas que no podrán superar las tres (3) horas diarias, y las (15) horas 
semanales, siempre que no se trate de tareas penosas, peligrosas y/o insalubres, y que 
cumplan con la asistencia escolar. 

La explotación cuyo titular sea el padre, la madre o el tutor del trabajador menor que 
pretenda acogerse a esta excepción a la edad mínima de admisión al empleo, deberá 
obtener autorización de la autoridad administrativa laboral de cada jurisdicción. 
Cuando, por cualquier vínculo o acto, o mediante cualquiera de las formas de 
descentralización productiva, la explotación cuyo titular sea del padre, la madre o del 
tutor se encuentre subordinada económicamente o fuere contratista o proveedora de 
otra empresa, no podrá obtener la autorización establecida en esta norma. 

LEY 26.364 – TRATA DE PERSONAS Y ASISTENCIA A LAS V ÍCTIMAS 

La presente ley está destinada a la prevención y sanción de la trata de personas, así 
como también asistir y proteger a sus víctimas, cuáles son sus derechos.  

También se destacan los delitos penales que corresponden a los implicados en la trata 
de personas.  

PREVENCION Y SANCION DE LA TRATA DE PERSONAS Y ASISTENCIA A SUS VICTIMAS 

TITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 1º — Objeto. La presente ley tiene por objeto implementar medidas 
destinadas a prevenir y sancionar la trata de personas, asistir y proteger a sus víctimas. 

ARTÍCULO 2º —Artículo 2º: Se entiende por trata de personas el ofrecimiento, la 
captación, el traslado, la recepción o acogida de personas con fines de explotación, ya 
sea dentro del territorio nacional, como desde o hacia otros países. 

A los fines de esta ley se entiende por explotación la configuración de cualquiera de los 
siguientes supuestos, sin perjuicio de que constituyan delitos autónomos respecto del 
delito de trata de personas: 

a) Cuando se redujere o mantuviere a una persona en condición de esclavitud o 
servidumbre, bajo cualquier modalidad; 

b) Cuando se obligare a una persona a realizar trabajos o servicios forzados; 

c) Cuando se promoviere, facilitare o comercializare la prostitución ajena o cualquier 
otra forma de oferta de servicios sexuales ajenos; 
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d) Cuando se promoviere, facilitare o comercializare la pornografía infantil o la 
realización de cualquier tipo de representación o espectáculo con dicho contenido; 

e) Cuando se forzare a una persona al matrimonio o a cualquier tipo de unión de 
hecho; 

f) Cuando se promoviere, facilitare o comercializare la extracción forzosa o ilegítima de 
órganos, fluidos o tejidos humanos. 

El consentimiento dado por la víctima de la trata y explotación de personas no 
constituirá en ningún caso causal de eximición de responsabilidad penal, civil o 
administrativa de los autores, partícipes, cooperadores o instigadores. 

(Artículo sustituido por art. 1° de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012) 

ARTÍCULO 3º — (Artículo derogado por art. 2° de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012) 

ARTÍCULO 4º — (Artículo derogado por art. 2° de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012) 

ARTÍCULO 5º — No punibilidad. Las víctimas de la trata de personas no son punibles 
por la comisión de cualquier delito que sea el resultado directo de haber sido objeto 
de trata. 

Tampoco les serán aplicables las sanciones o impedimentos establecidos en la 
legislación migratoria cuando las infracciones sean consecuencia de la actividad 
desplegada durante la comisión del ilícito que las damnificara. 

TITULO II 

Garantías mínimas para el ejercicio de los derechos de las víctimas 

(Denominación del Título sustituida por art. 3° de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012) 

ARTÍCULO 6º — El Estado nacional garantiza a la víctima de los delitos de trata o 
explotación de personas los siguientes derechos, con prescindencia de su condición de 
denunciante o querellante en el proceso penal correspondiente y hasta el logro 
efectivo de las reparaciones pertinentes: 

a) Recibir información sobre los derechos que le asisten en su idioma y en forma 
accesible a su edad y madurez, de modo tal que se asegure el pleno acceso y ejercicio 
de los derechos económicos, sociales y culturales que le correspondan; 

b) Recibir asistencia psicológica y médica gratuitas, con el fin de garantizar su 
reinserción social; 

c) Recibir alojamiento apropiado, manutención, alimentación suficiente y elementos 
de higiene personal; 

d) Recibir capacitación laboral y ayuda en la búsqueda de empleo; 

e) Recibir asesoramiento legal integral y patrocinio jurídico gratuito en sede judicial y 
administrativa, en todas las instancias; 
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f) Recibir protección eficaz frente a toda posible represalia contra su persona o su 
familia, quedando expeditos a tal efecto todos los remedios procesales disponibles a 
tal fin. En su caso, podrá solicitar su incorporación al Programa Nacional de Protección 
de Testigos en las condiciones previstas por la ley 25.764; 

g) Permanecer en el país, si así lo decidiere, recibiendo la documentación necesaria a 
tal fin. En caso de corresponder, será informada de la posibilidad de formalizar una 
petición de refugio en los términos de la ley 26.165; 

h) Retornar a su lugar de origen cuando así lo solicitare. En los casos de víctima 
residente en el país que, como consecuencia del delito padecido, quisiera emigrar, se 
le garantizará la posibilidad de hacerlo; 

i) Prestar testimonio en condiciones especiales de protección y cuidado; 

j) Ser informada del estado de las actuaciones, de las medidas adoptadas y de la 
evolución del proceso; 

k) Ser oída en todas las etapas del proceso; 

l) A la protección de su identidad e intimidad; 

m) A la incorporación o reinserción en el sistema educativo; 

n) En caso de tratarse de víctima menor de edad, además de los derechos 
precedentemente enunciados, se garantizará que los procedimientos reconozcan sus 
necesidades especiales que implican la condición de ser un sujeto en pleno desarrollo 
de la personalidad. Las medidas de protección no podrán restringir sus derechos y 
garantías, ni implicar privación de su libertad. Se procurará la reincorporación a su 
núcleo familiar o al lugar que mejor proveyere para su protección y desarrollo. 

(Artículo sustituido por art. 4° de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012) 

ARTÍCULO 7º — Alojamiento de las víctimas. En ningún caso se alojará a las víctimas de 
la trata de personas en cárceles, establecimientos penitenciarios, policiales o 
destinados al alojamiento de personas detenidas, procesadas o condenadas. 

ARTÍCULO 8º — Derecho a la privacidad y reserva de identidad. En ningún caso se 
dictarán normas que dispongan la inscripción de las víctimas de la trata de personas en 
un registro especial, o que les obligue a poseer un documento especial, o a cumplir 
algún requisito con fines de vigilancia o notificación. 

Se protegerá la privacidad e identidad de las víctimas de la trata de personas. Las 
actuaciones judiciales serán confidenciales. Los funcionarios intervinientes deberán 
preservar la reserva de la identidad de aquéllas. 

ARTÍCULO 9º — Cuando la víctima del delito de trata o explotación de personas en el 
exterior del país tenga ciudadanía argentina, será obligación de los representantes 
diplomáticos del Estado nacional efectuar ante las autoridades locales las 
presentaciones necesarias para garantizar su seguridad y acompañarla en todas las 
gestiones que deba realizar ante las autoridades del país extranjero. Asimismo, dichos 
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representantes arbitrarán los medios necesarios para posibilitar, de ser requerida por 
la víctima, su repatriación. 

(Artículo sustituido por art. 5° de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012) 

TITULO III 

DISPOSICIONES PENALES Y PROCESALES 

ARTÍCULO 10. — Incorpórase comoArtículo 145 bis del Código Penal, el siguiente: 

Artículo 145 bis: El que captare, transportare o trasladare, dentro del país o desde o 
hacia el exterior, acogiere o recibiere personas mayores de dieciocho años de edad, 
cuando mediare engaño, fraude, violencia, amenaza o cualquier otro medio de 
intimidación o coerción, abuso de autoridad o de una situación de vulnerabilidad, 
concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una 
persona que tenga autoridad sobre la víctima, con fines de explotación, será reprimido 
con prisión de TRES (3) a SEIS (6) años. 

La pena será de CUATRO (4) a DIEZ (10) años de prisión cuando: 

1. El autor fuere ascendiente, cónyuge, afín en línea recta, hermano, tutor, persona 
conviviente, curador, encargado de la educación o guarda, ministro de algún culto 
reconocido o no, o funcionario público; 

2. El hecho fuere cometido por TRES (3) o más personas en forma organizada; 

3. Las víctimas fueren TRES (3) o más. 

ARTÍCULO 11. — Incorpórase comoArtículo 145 ter del Código Penal, el siguiente: 

Artículo 145 ter: El que ofreciere, captare, transportare o trasladare, dentro del país o 
desde o hacia el exterior, acogiere o recibiere personas menores de DIECIOCHO (18) 
años de edad, con fines de explotación, será reprimido con prisión de CUATRO (4) a 
DIEZ (10) años. 

La pena será de SEIS (6) a QUINCE (15) años de prisión cuando la víctima fuere menor 
de TRECE (13) años. 

En cualquiera de los supuestos anteriores, la pena será de DIEZ (10) a QUINCE (15) 
años de prisión, cuando: 

1. Mediare engaño, fraude, violencia, amenaza o cualquier otro medio de intimidación 
o coerción, abuso de autoridad o de una situación de vulnerabilidad, concesión o 
recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que 
tenga autoridad sobre la víctima; 

2. El autor fuere ascendiente, cónyuge, afín en línea recta, hermano, tutor, persona 
conviviente, curador, encargado de la educación o guarda, ministro de algún culto 
reconocido o no, o funcionario público; 

3. El hecho fuere cometido por TRES (3) o más personas en forma organizada; 
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4. Las víctimas fueren TRES (3) o más. 

Artículo 12. — Sustitúyese elArtículo 41 ter del Código Penal, por el siguiente: 

Artículo 41 ter: Las escalas penales previstas en losArtículo s 142 bis, 145 bis, 145 ter y 
170 de este Código podrán reducirse en un tercio del máximo y en la mitad del mínimo 
respecto de los partícipes o encubridores que, durante la sustanciación del proceso o 
antes de su iniciación, proporcionen información que permita conocer el lugar donde 
la víctima se encuentra privada de su libertad, o la identidad de otros partícipes o 
encubridores del hecho, o cualquier otro dato que posibilite su esclarecimiento. 

En caso de corresponder prisión o reclusión perpetua, podrá aplicarse prisión o 
reclusión de OCHO (8) a QUINCE (15) años. 

Sólo podrán gozar de este beneficio quienes tengan una responsabilidad penal inferior 
a la de las personas a quienes identificasen. 

Artículo 13. — Sustitúyese el inciso e) del apartado 1) delArtículo 33 del Código 
Procesal Penal de la Nación, por el siguiente: 

e) Los previstos por losArtículo s 142 bis, 145 bis, 145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y 
(5), 212 y 213 bis del Código Penal. 

Artículo 14. — Serán aplicables las disposiciones de losArtículo s 132 bis, 250 bis y 250 
ter del Código Procesal Penal de la Nación. 

Artículo 15. — Sustitúyese elArtículo 119 de la Ley Nº 25.871, por el siguiente: 

Artículo 119: Será reprimido con prisión o reclusión de DOS (2) a OCHO (8) años el que 
realice las conductas descriptas en el presente capítulo empleando violencia, 
intimidación o engaño o abusando de la necesidad o inexperiencia de la víctima. 

Artículo 16. — Sustitúyese elArtículo 121 de la Ley Nº 25.871, por el siguiente: 

Artículo 121: Las penas establecidas en el presente capítulo se agravarán de CINCO (5) 
a QUINCE (15) años cuando se hubiere puesto en peligro la vida, la salud o la 
integridad de los migrantes o cuando la víctima sea menor de edad; y de OCHO (8) a 
VEINTE (20) años cuando el tráfico de personas se hubiere efectuado con el objeto de 
cometer actos de terrorismo, actividades de narcotráfico o lavado de dinero. 

Artículo 17. — Deróganse losArtículo s 127 bis y 127 ter del Código Penal. 

TITULO IV 

Consejo Federal para la Lucha contra la Trata y Explotación de Personas y para la 
Protección y Asistencia a las Víctimas. 

(Denominación del Título sustituida por art. 6° de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012) 

Artículo 18. — Créase el Consejo Federal para la Lucha contra la Trata y Explotación de 
Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas, que funcionará dentro del 
ámbito de la Jefatura de Gabinete de Ministros, con el fin de constituir un ámbito 
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permanente de acción y coordinación institucional para el seguimiento de todos los 
temas vinculados a esta ley, que contará con autonomía funcional, y que estará 
integrado del siguiente modo: 

1. Un representante del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. 

2. Un representante del Ministerio de Seguridad. 

3. Un representante del Ministerio del Interior. 

4. Un representante del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y 
Culto. 

5. Un representante del Ministerio de Desarrollo Social. 

6. Un representante del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. 

7. Un representante de la Cámara de Diputados de la Nación, elegido a propuesta del 
pleno. 

8. Un representante de la Cámara de Senadores de la Nación, elegido a propuesta del 
pleno. 

9. Un representante del Poder Judicial de la Nación, a ser designado por la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación. 

10. Un representante por cada una de las provincias y por la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires. 

11. Un representante del Ministerio Público Fiscal. 

12. Un representante del Consejo Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia. 

13. Un representante del Consejo Nacional de las Mujeres. 

14. Tres representantes de organizaciones no gubernamentales, las que serán 
incorporadas de acuerdo a lo establecido en elArtículo 19 de la presente ley. 

El Consejo Federal designará un coordinador a través del voto de las dos terceras 
partes de sus miembros, en los términos que establezca la reglamentación. 

(Artículo sustituido por art. 7° de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012) 

Artículo 19. — Una vez constituido, el Consejo Federal para la Lucha contra la Trata y 
Explotación de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas habilitará un 
registro en el que se inscribirán las organizaciones no gubernamentales de Derechos 
Humanos o con actividad específica en el tema, que acrediten personería jurídica 
vigente y una existencia no menor a tres (3) años. 

La reglamentación dispondrá el modo en que, de manera rotativa y por períodos 
iguales no superiores a un (1) año, las organizaciones inscriptas integrarán el Consejo 
Federal de acuerdo a lo establecido en elArtículo anterior. 

(Artículo sustituido por art. 8° de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012) 



Derechos de la Comunidad - Cuadernillo de Leyes 
31 de 79 

 

Artículo 20. — El Consejo Federal para la Lucha contra la Trata y Explotación de 
Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas tiene las siguientes funciones: 

a) Diseñar la estrategia destinada a combatir la trata y explotación de personas, 
supervisando el cumplimiento y efectividad de las normas e instituciones vigentes; 

b) Recomendar la elaboración y aprobación de normas vinculadas con el objeto de esta 
ley; y, en general, participar en el diseño de las políticas y medidas necesarias que 
aseguren la eficaz persecución de los delitos de trata y explotación de personas y la 
protección y asistencia a las víctimas; 

c) Promover la adopción por parte de las diversas jurisdicciones de los estándares de 
actuación, protocolos y circuitos de intervención que aseguren la protección eficaz y el 
respeto a los derechos de las víctimas de los delitos de trata y explotación de personas; 

d) Supervisar el cumplimiento de las funciones correspondientes al Comité Ejecutivo 
creado en el Título V de la presente ley; 

e) Analizar y difundir periódicamente los datos estadísticos y los informes que eleve el 
Comité Ejecutivo a fin de controlar la eficacia de las políticas públicas del área 
solicitándole toda información necesaria para el cumplimiento de sus funciones; 

f) Promover la realización de estudios e investigaciones sobre la problemática de la 
trata y explotación de personas, su publicación y difusión periódicas; 

g) Diseñar y publicar una Guía de Servicios en coordinación y actualización permanente 
con las distintas jurisdicciones, que brinde información sobre los programas y los 
servicios de asistencia directa de las víctimas de los delitos de trata y explotación de 
personas; 

h) Promover la cooperación entre Estados y la adopción de medidas de carácter 
bilateral y multilateral, destinadas a controlar, prevenir y erradicar la trata y 
explotación de personas. Esta cooperación tendrá como fin fortalecer los medios 
bilaterales, multilaterales, locales y regionales para prevenir el delito de trata de 
personas, posibilitar el enjuiciamiento y castigo de sus autores y asistir a las víctimas; 

i) Impulsar el proceso de revisión de los instrumentos internacionales y regionales que 
haya suscripto la República, con el fin de fortalecer la cooperación internacional en la 
materia; 

j) Redactar y elevar un informe anual de su gestión, el que deberá ser aprobado por el 
Congreso de la Nación. Una vez aprobado, dicho informe será girado al Ministerio de 
Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, para su presentación ante los 
organismos internacionales y regionales con competencia en el tema; 

k) Aprobar el plan de acción bianual que elabore el Comité Ejecutivo; 

l) Dictar su reglamento interno, el que será aprobado con el voto de los dos tercios de 
sus miembros. 
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La Defensoría del Pueblo de la Nación será el organismo de control externo del 
cumplimiento de los planes y programas decididos por el Consejo Federal. 

(Artículo sustituido por art. 9° de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012) 

TITULO V 

Comité Ejecutivo para la Lucha contra la Trata y Explotación de Personas y para la 
Protección y Asistencia a las Víctimas. 

(Título incorporado por art. 10 de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012) 

Artículo 21. —  Créase el comité Ejecutivo para la Lucha contra la Trata y Explotación 
de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas que funcionará en el 
ámbito de la Jefatura de Gabinete de Ministros, con autonomía funcional, y que estará 
integrado del siguiente modo: 

1. Un representante del Ministerio de Seguridad. 

2. Un representante del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. 

3. Un representante del Ministerio de Desarrollo Social. 

4. Un representante del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. 

(Artículo incorporado por art. 11 de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012) 

Artículo 22. — El Comité Ejecutivo para la Lucha contra la Trata y Explotación de 
Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas tiene a su cargo la ejecución 
de un Programa Nacional para la Lucha contra la Trata y Explotación de Personas y 
para la Protección y Asistencia a las Víctimas, que consistirá en el desarrollo de las 
siguientes tareas: 

a) Diseñar estándares de actuación, protocolos y circuitos de intervención que 
contribuyan a prevenir y combatir los delitos de trata y explotación, y a proteger y 
asistir a las víctimas de tales delitos y sus familias; 

b) Desarrollar acciones eficaces orientadas a aumentar la capacidad de detección, 
persecución y desarticulación de las redes de trata y explotación; 

c) Asegurar a las víctimas el respeto y ejercicio pleno de sus derechos y garantías, 
proporcionándoles la orientación técnica para el acceso a servicios de atención integral 
gratuita (médica, psicológica, social, jurídica, entre otros); 

d) Generar actividades que coadyuven en la capacitación y asistencia para la búsqueda 
y obtención de oportunidades laborales, juntamente con los organismos pertinentes; 

e) Prever e impedir cualquier forma de re-victimización de las víctimas de trata y 
explotación de personas y sus familias; 

f) Llevar adelante un Registro Nacional de Datos vinculados con los delitos de trata y 
explotación de personas, como sistema permanente y eficaz de información y 
monitoreo cuantitativo y cualitativo. A tal fin se deberá relevar periódicamente toda la 
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información que pueda ser útil para combatir estos delitos y asistir a sus víctimas. Se 
solicitará a los funcionarios policiales, judiciales y del Ministerio Público la remisión de 
los datos requeridos a los fines de su incorporación en el Registro; 

g) Organizar    actividades de difusión, concientización, capacitación y entrenamiento 
acerca de la problemática de los delitos de trata y explotación de personas, desde las 
directrices impuestas por el respeto a los derechos humanos, la perspectiva de género 
y las cuestiones específicas de la niñez y adolescencia; 

h) Promover el conocimiento sobre la temática de los delitos de trata y explotación de 
personas y desarrollar materiales para la formación docente inicial y continua, desde 
un enfoque de derechos humanos y desde una perspectiva de género, en coordinación 
con el Ministerio de Educación; 

i) Impulsar la coordinación de los recursos públicos y privados disponibles para la 
prevención y asistencia a las víctimas, aportando o garantizando la vivienda 
indispensable para asistirlas conforme lo normado en la presente ley; 

j) Capacitar y especializar a los funcionarios públicos de todas las instituciones 
vinculadas a la protección y asistencia a las víctimas, así como a las fuerzas policiales, 
instituciones de seguridad y funcionarios encargados de la persecución penal y el 
juzgamiento de los casos de trata de personas con el fin de lograr la mayor 
profesionalización; 

k) Coordinar con las instituciones, públicas o privadas, que brinden formación o 
capacitación de pilotos, azafatas y todo otro rol como tripulación de cabina de 
aeronaves o de medios de transporte terrestre, internacional o de cabotaje, un 
programa de entrenamiento obligatorio específicamente orientado a advertir entre los 
pasajeros posibles víctimas del delito de trata de personas; 

l) Coordinar con las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires la 
implementación del Sistema Sincronizado de Denuncias sobre los Delitos de Trata y 
Explotación de Personas. Realizar en todo el territorio nacional una amplia y periódica 
campaña de publicidad del Sistema y el número para realizar denuncias. 

El Comité Ejecutivo elaborará cada dos (2) años un plan de trabajo que deberá ser 
presentado ante el Consejo Federal para su aprobación. Deberá también elaborar y 
presentar anualmente ante el Consejo Federal informes sobre su actuación a los fines 
de que éste pueda ejercer sus facultades de supervisión. Estos informes serán 
públicos. 

A los fines de hacer efectiva la ejecución del Programa, el Comité Ejecutivo coordinará 
su accionar con las provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y organismos 
nacionales e internacionales. 

(Artículo incorporado por art. 12 de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012) 

TITULO VI 
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Sistema Sincronizado de Denuncias sobre los Delitos de Trata y Explotación de 
Personas 

(Título incorporado por art. 13 de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012) 

Artículo 23. — Créase en el ámbito del Ministerio Público Fiscal el Sistema 
Sincronizado de Denuncias sobre los Delitos de Trata y Explotación de Personas. 

(Artículo incorporado por art. 14 de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012)  

Artículo 24. —  A fin de implementar el Sistema mencionado en elArtículo anterior, 
asígnasele el número telefónico ciento cuarenta y cinco (145), uniforme en todo el 
territorio nacional, que funcionará en forma permanente durante las veinticuatro 
horas del día a fin de receptar denuncias sobre los delitos de trata y explotación de 
personas. Las llamadas telefónicas entrantes serán sin cargo y podrán hacerse desde 
teléfonos públicos, semipúblicos, privados o celulares. 

Asimismo, se garantizará el soporte técnico para desarrollar e implementar el servicio 
de mensajes de texto o SMS (Short Message Service) al número indicado, para 
receptar las denuncias, los que serán sin cargo. 

(Artículo incorporado por art. 15 de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012)  

Artículo 25. —  El Ministerio Público Fiscal conservará un archivo con los registros de 
las llamadas telefónicas y de los mensajes de texto o SMS (Short Message Service) 
identificados electrónicamente, los que serán mantenidos por un término no menor a 
diez (10) años, a fin de contar con una base de consulta de datos para facilitar la 
investigación de los delitos de trata y explotación de personas. 

(Artículo incorporado por art. 16 de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012) 

Artículo 26. — Las denuncias podrán ser anónimas. En caso de que el denunciante se 
identifique, la identidad de esta persona será reservada, inclusive para las fuerzas de 
seguridad que intervengan. 

(Artículo incorporado por art. 17 de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012) 

TITULO VII 

Disposiciones Finales 

(Título incorporado por art. 18 de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012) 

Artículo 27. — El Presupuesto General de la Nación incluirá anualmente las partidas 
necesarias para el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley. Asimismo, los 
organismos creados por la presente ley se podrán financiar con recursos provenientes 
de acuerdos de cooperación internacional, donaciones o subsidios. 

Los decomisos aplicados en virtud de esta ley tendrán como destino específico un 
fondo de asistencia directa a las víctimas administrado por el Consejo Federal para la 
Lucha contra la Trata y Explotación de Personas y para la Protección y Asistencia a las 
Víctimas. 
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(Artículo incorporado por art. 19 de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012) 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, EL DIA 
NUEVE DE ABRIL DEL AÑO DOS MIL OCHO. 

— REGISTRADO BAJO EL Nº 26.364 — 

EDUARDO A. FELLNER. — JULIO CESAR C. COBOS. — Marta A. Luchetta. — Juan J. Canals. 

LEY 26.892 - CONVIVENCIA Y EL ABORDAJE DE LA CONFLI CTIVIDAD SOCIAL 
EN LAS INSTITUCIONES EDUCATIVAS 

Capítulo I 

Objeto, principios y objetivos 

Artículo 1° — La presente ley establece las bases para la promoción, intervención 
institucional y la investigación y recopilación de experiencias sobre la convivencia así 
como sobre el abordaje de la conflictividad social en las instituciones educativas de 
todos los niveles y modalidades del sistema educativo nacional. 
ARTÍCULO 2° — Son principios orientadores de esta ley, en el marco de lo estipulado 
por ley 23.849 —Convención sobre los Derechos del Niño—, ley 26.061, de Protección 
Integral de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes, ley 26.206, de Educación 
Nacional: 

a) El respeto irrestricto a la dignidad e intimidad de las personas. 

b) El reconocimiento de los valores, creencias e identidades culturales de todos. 

c) El respeto y la aceptación de las diferencias, el rechazo a toda forma de 
discriminación, hostigamiento, violencia y exclusión en las interacciones entre los 
integrantes de la comunidad educativa, incluyendo las que se produzcan mediante 
entornos virtuales y otras tecnologías de la información y comunicación. 

d) El derecho a participar de diferentes ámbitos y asuntos de la vida de las 
instituciones educativas. 

e) La resolución no violenta de conflictos, la utilización del diálogo como metodología 
para la identificación y resolución de los problemas de convivencia. 

f) El respeto por las normas y la sanción de sus transgresiones como parte de la 
enseñanza socializadora de las instituciones educativas. 

g) La contextualización de las transgresiones en las circunstancias en que acontecen, 
según las perspectivas de los actores, los antecedentes previos y otros factores que 
inciden en las mismas, manteniendo la igualdad ante la ley. 

h) El derecho del estudiante a ser escuchado y a formular su descargo ante situaciones 

de transgresión a las normas establecidas. 
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i) La valoración primordial del sentido formativo de las eventuales sanciones o 

llamados de atención. 

j) El reconocimiento y reparación del daño u ofensa a personas o bienes de las 

instituciones educativas o miembros de la comunidad educativa por parte de la 

persona o grupos responsables de esos hechos. 

Artículo 3° — Son objetivos de la presente ley: 

a) Garantizar el derecho a una convivencia pacífica, integrada y libre de violencia física 
y psicológica. 

b) Orientar la educación hacia criterios que eviten la discriminación, fomenten la 
cultura de la paz y la ausencia de maltrato físico o psicológico. 

c) Promover la elaboración o revisión de las normas de las jurisdicciones sobre 
convivencia en las instituciones educativas, estableciendo así las bases para que estas 
últimas elaboren sus propios acuerdos de convivencia y conformen órganos e 
instancias de participación de los diferentes actores de la comunidad educativa. 

d) Establecer los lineamientos sobre las sanciones a aplicar en casos de transgresión de 
las normas. 

e) Impulsar estrategias y acciones que fortalezcan a las instituciones educativas y sus 
equipos docentes, para la prevención y abordaje de situaciones de violencia en las 
mismas. 

f) Promover la creación de equipos especializados y fortalecer los existentes en las 
jurisdicciones, para la prevención e intervención ante situaciones de violencia. 

g) Desarrollar investigaciones cualitativas y cuantitativas sobre la convivencia en las 
instituciones educativas y el relevamiento de prácticas significativas en relación con la 
problemática. 

Capítulo II 

Promoción de la convivencia en las instituciones educativas 

Artículo 4° — El Ministerio de Educación de la Nación, con el acuerdo del Consejo 

Federal de Educación, debe promover la elaboración y revisión de las normas sobre 

convivencia en las instituciones educativas en cada una de las jurisdicciones educativas 

del país para todos los niveles y modalidades de la enseñanza, a partir de los siguientes 

lineamientos: 

a) Que se orienten las acciones de los integrantes de la comunidad educativa hacia el 

respeto por la vida, los derechos y responsabilidades de cada persona, la resolución no 

violenta de los conflictos, el respeto y la aceptación de las diferencias. 

b) Que se propicien vínculos pluralistas, basados en el reconocimiento y el respeto 
mutuo, que impulsen el diálogo y la interrelación en lo diverso. 
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c) Que se reconozca la competencia de las instituciones educativas para elaborar y 
revisar periódicamente sus propios códigos o acuerdos de convivencia garantizando la 
participación de la comunidad educativa, adecuándose a las características específicas 
de los diferentes niveles, modalidades y contextos. 

d) Que se impulsen modos de organización institucional que garanticen la participación 
de los alumnos en diferentes ámbitos y asuntos de la vida institucional de la escuela, 
según las especificidades de cada nivel y modalidad. 

e) Que se prevea y regule la conformación y funcionamiento de órganos e instancias 
de participación, diálogo y consulta en relación con la convivencia en las instituciones 
educativas, que resulten adecuados a la edad y madurez de los estudiantes. Los 
mismos deben ser de funcionamiento permanente y deben estar representados todos 
los sectores de la comunidad educativa. 

f) Que se impulse la constitución de un sistema de sanciones formativas dentro de un 
proceso educativo que posibilite al niño, niña, adolescente o joven a hacerse 
responsable progresivamente de sus actos. 

Artículo 5° — Queda expresamente prohibida cualquier norma o medida que atente 
contra el derecho a la participación de los docentes, estudiantes o sus familias en la 
vida educativa institucional. 

Artículo 6° — El Ministerio de Educación de la Nación, con el acuerdo del Consejo 
Federal de Educación, debe regular las sanciones a ser aplicadas a los educandos en 
caso de transgresión considerando las siguientes pautas: 

a) Deben tener un carácter educativo, enmarcándose en un proceso que posibilite al 
educando hacerse responsable progresivamente de sus actos, según las características 
de los diferentes niveles y modalidades. 

b) Deben ser graduales y sostener una proporcionalidad en relación con la transgresión 
cometida. 

c) Deben aplicarse contemplando el contexto de las transgresiones en las 
circunstancias en que acontecen, según los diferentes actores, los antecedentes 
previos y otros factores que inciden en las mismas, manteniendo la igualdad ante las 
normas. 

d) Deben definirse garantizando el derecho del estudiante a ser escuchado y a 
formular su descargo. 

Artículo 7° — Quedan expresamente prohibidas las sanciones que atenten contra el 
derecho a la educación o que impidan la continuidad de los educandos en el sistema 
educativo. 

Capítulo III 

Fortalecimiento de las prácticas institucionales ante la conflictividad social en las 

instituciones educativas 
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Artículo 8° — El Ministerio de Educación de la Nación, con el acuerdo del Consejo 
Federal de Educación debe: 

a) Promover junto con los equipos jurisdiccionales el desarrollo de estrategias y 
acciones para fortalecer a las instituciones educativas y los equipos docentes y de 
supervisión, brindándoles herramientas y capacitación para la prevención y el abordaje 
de situaciones de violencia en las instituciones educativas; y debe impulsar la 
consolidación de espacios de orientación y reflexión acerca de la conflictividad social. 

b) Promover el fortalecimiento de los equipos especializados de las jurisdicciones para 
el acompañamiento a la comunidad educativa ante la prevención y abordaje de 
situaciones de violencia en la institución escolar. 

c) Fortalecer a los equipos especializados de las jurisdicciones a fin de que éstos 
puedan proveer acompañamiento y asistencia profesional, tanto institucional como 
singular, a los sujetos y grupos que forman parte de situaciones de violencia o acoso en 
contextos escolares, de modo de atender las diferentes dimensiones sociales, 
educativas, vinculares y subjetivas puestas en juego. 

d) Elaborar una guía orientadora que establezca líneas de acción, criterios normativos 
y distribución de responsabilidades para los diferentes actores del sistema y las 
instituciones educativas de modo de prevenir y actuar ante situaciones de violencia 
producidas en el contexto escolar. En esta guía se hará particular hincapié en la 
necesidad de desplegar acciones institucionales tendientes a generar condiciones que 
inhiban el maltrato, la discriminación, el acoso escolar o cualquier otra forma de 
violencia entre pares y/o entre adultos y niños, niñas, adolescentes y jóvenes. 

e) Crear una línea telefónica nacional gratuita para la atención de situaciones de 
violencia en las escuelas. Una vez recepcionadas, éstas deberán ser remitidas a la 
jurisdicción escolar que corresponda. 

f) Promover junto con los equipos jurisdiccionales la articulación con la autoridad local 
y los servicios locales de protección integral de derechos de niños, niñas, adolescentes 
y jóvenes, con vistas a garantizar la atención de la problemática en toda su magnitud y 
complejidad. 

Capítulo IV 

Investigación y recopilación de experiencias 

Artículo 9° — El Ministerio de Educación de la Nación tiene a su cargo la 
responsabilidad de: 

a) Realizar investigaciones cualitativas y cuantitativas sobre las múltiples facetas que 
adquiere la problemática de la conflictividad en las instituciones educativas a fin de 
generar y difundir información oficial, pública y confiable sobre las dimensiones y 
caracterizaciones de los fenómenos con especial énfasis en los aspectos pedagógicos. 
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b) Identificar y desplegar iniciativas de diagnóstico de las formas que adquiere la 
violencia en las instituciones educativas, ante los nuevos modos de interacción en 
entornos virtuales. 

c) Identificar, sistematizar y difundir a través de los organismos correspondientes, 
prácticas que han permitido crear condiciones favorables para la convivencia en las 
instituciones educativas, el encuentro y la comunicación y para abordar los conflictos o 
disputas que se expresan en las instituciones educativas, desplegadas por docentes, 
comunidades y organizaciones de la sociedad civil. 

Artículo 10. — El Ministerio de Educación de la Nación, con el acuerdo del Consejo 
Federal de Educación, debe elaborar un informe bienal de carácter público acerca de 
los resultados de las investigaciones sobre convivencia y conflictividad en las 
instituciones educativas, así como sobre las medidas y acciones llevadas a cabo en el 
marco de la presente ley, con el objetivo de evaluar el estado de situación para el 
desarrollo y orientación de las políticas educativas. 

LEY 26.618 - LEY MATRIMONIO CIVIL. MODIFICACIÓN POR  MATRIMONIO 
IGUALITARIO 

Artículo 2º  

Sustituyese elArtículo 172 del Código Civil, el que quedará redactado de la siguiente 
forma: 

 

Artículo 172: Es indispensable para la existencia del matrimonio el pleno y libre 
consentimiento expresado personalmente por ambos contrayentes ante la autoridad 
competente para celebrarlo. 

 

El matrimonio tendrá los mismos requisitos y efectos, con independencia de que los 
contrayentes sean del mismo o de diferente sexo. 

 

Artículo 4º  

Sustitúyese elArtículo 206 del Código Civil, el que quedará redactado de la siguiente 
forma: 

 

Artículo 206: Separados por sentencia firme, cada uno de los cónyuges podrá fijar 
libremente su domicilio o residencia. Si tuviese hijos de ambos a su cargo, se aplicarán 
las disposiciones relativas al régimen de patria potestad. 

Los hijos menores de CINCO (5) años quedarán a cargo de la madre, salvo causas 
graves que afecten el interés del menor. En casos de matrimonios constituidos por 
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ambos cónyuges del mismo sexo, a falta de acuerdo, el juez resolverá teniendo en 

cuenta el interés del menor. Los mayores de esa edad, a falta de acuerdo de los 

cónyuges, quedarán a cargo de aquel a quien el juez considere más idóneo. Los 

progenitores continuarán sujetos a todas las cargas y obligaciones respecto de sus 

hijos. 

Artículo 16.  

Sustitúyese elArtículo 326 del Código Civil, el que quedará redactado de la siguiente 
forma: 

Artículo 326: El hijo adoptivo llevará el primer apellido del adoptante, o su apellido 
compuesto si éste solicita su agregación. En caso que los adoptantes sean cónyuges de 
distinto sexo, a pedido de éstos podrá el adoptado llevar el apellido compuesto del 
padre adoptivo o agregar al primero de éste, el primero de la madre adoptiva. En caso 

que los cónyuges sean de un mismo sexo, a pedido de éstos podrá el adoptado llevar el 

apellido compuesto del cónyuge del cual tuviera el primer apellido o agregar al primero 

de éste, el primero del otro. Si no hubiere acuerdo acerca de qué apellido llevará el 

adoptado, si ha de ser compuesto, o sobre cómo se integrará, los apellidos se 

ordenarán alfabéticamente. 

En uno y otro caso podrá el adoptado después de los DIECIOCHO (18) años solicitar 
esta adición. 

Todos los hijos deben llevar el apellido y la integración compuesta que se hubiera 
decidido para el primero de los hijos. 

Si el o la adoptante fuese viuda o viudo y su cónyuge no hubiese adoptado al menor, 
éste llevará el apellido del primero, salvo que existieran causas justificadas para 
imponerle el del cónyuge premuerto. 

Artículo 37.  

Sustitúyese elArtículo 4º de la Ley 18.248, el que quedará redactado de la siguiente 
forma: 

Artículo 4º: Los hijos matrimoniales de cónyuges de distinto sexo  

Llevarán el primer apellido del padre. A pedido de los progenitores podrá inscribirse el 
apellido compuesto del padre o agregarse el de la madre. Si el interesado deseare 
llevar el apellido compuesto del padre, o el materno, podrá solicitarlo ante el Registro 
del Estado Civil desde los DIECIOCHO (18) años.  

Los hijos matrimoniales de cónyuges del mismo sexo llevarán el primer apellido de 

alguno de ellos. A pedido de éstos podrá inscribirse el apellido compuesto del cónyuge 

del cual tuviera el primer apellido o agregarse el del otro cónyuge. Si no hubiera 

acuerdo acerca de qué apellido llevará el adoptado, si ha de ser compuesto, o sobre 

cómo se integrará, los apellidos se ordenarán alfabéticamente. Si el interesado deseare 

llevar el apellido compuesto del cónyuge del cual tuviera el primer apellido, o el del otro 
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cónyuge, podrá solicitarlo ante el Registro del Estado Civil desde los DIECIOCHO (18) 

años 

Artículo 38.  

Sustitúyese elArtículo 8º de la Ley 18.248, el que quedará redactado de la siguiente 
forma: 

Artículo 8º: Será optativo para la mujer casada con un hombre añadir a su apellido el 
del marido, precedido por la preposición "de". 

En caso de matrimonio entre personas del mismo sexo, será optativo para cada 

cónyuge añadir a su apellido el de su cónyuge, precedido por la preposición "de". 

Artículo 41.  

Sustitúyese elArtículo 12 de la Ley 18.248, el que quedará redactado de la siguiente 
forma: 

Cuando los adoptantes fueren cónyuges, regirá lo dispuesto en elArtículo 4º. 

Si se tratare de una mujer casada con un hombre cuyo marido no adoptare al menor, 
llevará el apellido de soltera de la adoptante, a menos que el cónyuge autorizare 
expresamente a imponerle su apellido. 

Si se tratare de una mujer o un hombre casada/o con una persona del mismo sexo 
cuyo cónyuge no adoptare al menor, llevará el apellido de soltera/o del adoptante, a 
menos que el cónyuge autorizare expresamente a imponerle su apellido 

Artículo 42.  

Aplicación.  

Todas las referencias a la institución del matrimonio que contiene nuestro 
ordenamiento jurídico se entenderán aplicables tanto al matrimonio constituido por 
DOS (2) personas del mismo sexo como al constituido por DOS (2) personas de distinto 
sexo. 

 

Los integrantes de las familias cuyo origen sea un matrimonio constituido por DOS (2) 

personas del mismo sexo, así como un matrimonio constituido por personas de distinto 

sexo, tendrán los mismos derechos y obligaciones. 

El género es una condición social y cultural construida históricamente. Es el conjunto de 

actitudes, roles, valores, comportamientos que determinan lo que debe ser un varón y 

una mujer, impuesto a cada sexo mediante el proceso de socialización. Por ser una 

construcción social y cultural, es dinámica. A diferencia del sexo, el género puede 

modificarse.  

La identidad de género se trasmite como el lenguaje, a través de la educación y la 

cultura, y por eso es difícil de modificar pero no imposible.  
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La identidad de género no viene con un sello de la naturaleza a la hora de nacer. La 

familia y la sociedad nos van formando en el deber ser de mujeres y varones. La familia 

y la sociedad nos van construyendo a lo largo de la vida. Hemos aprendido a ser 

hombres y mujeres en la familia, en la relación con los amigos/as, participando de las 

instituciones religiosas y culturales, en la escuela, en el trabajo y a partir de las 

imágenes  que nos proponen la publicidad y los medios de comunicación.  

Sobre las características que nos atribuyen (género), los comportamientos a los que nos 

condicionan (identidad) y las actividades que nos están permitidas (roles), la sociedad  

establece relaciones de poder desiguales entre varones y mujeres.  

La perspectiva de género, nos da elementos para transformar las imágenes de mujeres 

y varones en la sociedad, para contribuir al cambio de relaciones entre ambos géneros 

y a la construcción de una sociedad más justa para todos. 
1
 

LEY 26.743 - IDENTIDAD DE GÉNERO.  

ARTÍCULO 1º — Derecho a la identidad de género. Toda persona tiene derecho: 

a) Al reconocimiento de su identidad de género; 

b) Al libre desarrollo de su persona conforme a su identidad de género; 

c) A ser tratada de acuerdo con su identidad de género y, en particular, a ser 
identificada de ese modo en los instrumentos que acreditan su identidad respecto de 
el/los nombre/s de pila, imagen y sexo con los que allí es registrada. 

ARTÍCULO 2° — Definición. Se entiende por identidad de género a la vivencia interna e 
individual del género tal como cada persona la siente, la cual puede corresponder o no 
con el sexo asignado al momento del nacimiento, incluyendo la vivencia personal del 
cuerpo. Esto puede involucrar la modificación de la apariencia o la función corporal a 
través de medios farmacológicos, quirúrgicos o de otra índole, siempre que ello sea 
libremente escogido. También incluye otras expresiones de género, como la 
vestimenta, el modo de hablar y los modales. 

ARTÍCULO 11. — Derecho al libre desarrollo personal. Todas las personas mayores de 
dieciocho (18) años de edad podrán, conforme alArtículo 1° de la presente ley y a fin 
de garantizar el goce de su salud integral, acceder a intervenciones quirúrgicas totales 
y parciales y/o tratamientos integrales hormonales para adecuar su cuerpo, incluida su 
genitalidad, a su identidad de género autopercibida, sin necesidad de requerir 
autorización judicial o administrativa. 

ARTÍCULO 12. — Trato digno. Deberá respetarse la identidad de género adoptada por 
las personas, en especial por niñas, niños y adolescentes, que utilicen un nombre de 
pila distinto al consignado en su documento nacional de identidad. A su solo 
requerimiento, el nombre de pila adoptado deberá ser utilizado para la citación, 
registro, legajo, llamado y cualquier otra gestión o servicio, tanto en los ámbitos 
públicos como privados. 
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Cuando la naturaleza de la gestión haga necesario registrar los datos obrantes en el 
documento nacional de identidad, se utilizará un sistema que combine las iniciales del 
nombre, el apellido completo, día y año de nacimiento y número de documento y se 
agregará el nombre de pila elegido por razones de identidad de género a solicitud del 
interesado/a. 

En aquellas circunstancias en que la persona deba ser nombrada en público deberá 
utilizarse únicamente el nombre de pila de elección que respete la identidad de género 
adoptada. 

ARTÍCULO 13. — Aplicación. Toda norma, reglamentación o procedimiento deberá 
respetar el derecho humano a la identidad de género de las personas. Ninguna norma, 
reglamentación o procedimiento podrá limitar, restringir, excluir o suprimir el ejercicio 
del derecho a la identidad de género de las personas, debiendo interpretarse y 
aplicarse las normas siempre a favor del acceso al mismo. 

 

Esta Ley consagra un paradigma que concibe la comunicación como un derecho 

humano. Los medios audiovisuales tienen un desafío y una responsabilidad: 

proporcionar modos de comprensión del mundo que promuevan y respeten los 

derechos humanos y la vida en democracia.  

Los medios audiovisuales tienen que promover la igualdad entre hombres y mujeres, y 

el tratamiento plural, igualitario y no estereotipado, evitando la discriminación. 

LEY 26.522 - SERVICIOS DE COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL 

Artículo 1:  

Apartado 8. Diversidad e identidad cultural, diversidad lingüística y contenido local  

 La diversidad cultural y lingüística, al promover el respeto de la identidad cultural, las 
tradiciones y las religiones, es fundamental para el desarrollo de una sociedad de la 
información basada en el diálogo entre culturas y en una cooperación regional e 
internacional. Es un factor importante del desarrollo sostenible. 

e) Definir y aplicar políticas que preserven, afirmen, respeten y promuevan la 
diversidad de la expresión cultural, los conocimientos y las tradiciones indígenas 
mediante la creación de contenido de información variado y la utilización de diferentes 
métodos, entre otros, la digitalización del legado educativo, científico y cultural. 

Apartado 9. Medios de Comunicación 

24 Los medios de comunicación, en todas sus modalidades y regímenes de propiedad, 
tienen también un cometido indispensable como actores en el desarrollo de la 
sociedad de la información y se considera que son un importante contribuyente a la 
libertad de expresión y la pluralidad de la información. 
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a) Alentar a los medios de comunicación —prensa y radio, así como a los nuevos 
medios— a que sigan desempeñando un importante papel en la sociedad de la 
información. 

Artículo  3º — Objetivos. Se establecen para los servicios de comunicación audiovisual 
y los contenidos de sus emisiones, los siguientes objetivos: 

a) La promoción y garantía del libre ejercicio del derecho de toda persona a investigar, 
buscar, recibir y difundir informaciones, opiniones e ideas, sin censura, en el marco del 
respeto al Estado de Derecho democrático y los derechos humanos, conforme las 
obligaciones emergentes de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 
demás tratados incorporados o que sean incorporados en el futuro a la Constitución 
Nacional; 

d) La defensa de la persona humana y el respeto a los derechos personalísimos; 

e) La construcción de una sociedad de la información y el conocimiento, que priorice la 
alfabetización mediática y la eliminación de las brechas en el acceso al conocimiento y 
las nuevas tecnologías 

f) La promoción de la expresión de la cultura popular y el desarrollo cultural, educativo 
y social de la población; 

g) El ejercicio del derecho de los habitantes al acceso a la información pública; 

h) La actuación de los medios de comunicación en base a principios éticos; 

i) La participación de los medios de comunicación como formadores de sujetos, de 

actores sociales y de diferentes modos de comprensión de la vida y del mundo, con 

pluralidad de puntos de vista y debate pleno de las ideas; 

m) Promover la protección y salvaguarda de la igualdad entre hombres y mujeres, y el 

tratamiento plural, igualitario y no estereotipado, evitando toda discriminación por 

género u orientación sexual; 

n) El derecho de acceso a la información y a los contenidos de las personas con 

discapacidad; 

Artículo 70. — La programación de los servicios previstos en esta ley deberá evitar 
contenidos que promuevan o inciten tratos discriminatorios basados en la raza, el 
color, el sexo, la orientación sexual, el idioma, la religión, las opiniones políticas o de 
cualquier otra índole, el origen nacional o social, la posición económica, el nacimiento, 
el aspecto físico, la presencia de discapacidades o que menoscaben la dignidad 
humana o induzcan a comportamientos perjudiciales para el ambiente o para la salud 
de las personas y la integridad de los niños, niñas o adolescentes. 

Artículo 71. — Quienes produzcan, distribuyan, emitan o de cualquier forma obtengan 
beneficios por la transmisión de programas y/o publicidad velarán por el cumplimiento 
de lo dispuesto por las leyes 23.344, sobre publicidad de tabacos, 24.788 —Ley 
Nacional de lucha contra el Alcoholismo—, 25.280, por la que se aprueba la 
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Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra las personas con discapacidad, 25.926, sobre pautas para la difusión de temas 
vinculados con la salud, 26.485 —Ley de protección integral para prevenir, sancionar, y 
erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus 
relaciones interpersonales— y 26.061, sobre protección integral de los derechos de las 
niñas, niños y adolescentes así como de sus normas complementarias y/o 
modificatorias y de las normas que se dicten para la protección de la salud y de 
protección ante conductas discriminatorias. 

LEY 26.877 - CREACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LOS CENTR OS DE 
ESTUDIANTES. 

ARTÍCULO 1° — Las autoridades jurisdiccionales y las instituciones educativas públicas 
de nivel secundario, los institutos de educación superior e instituciones de modalidad 
de adultos incluyendo formación profesional de gestión estatal y privada, gestión 
cooperativa y gestión social, deben reconocer los centros de estudiantes como 
órganos democráticos de representación estudiantil. 

ARTÍCULO 2° — Las autoridades educativas jurisdiccionales y las instituciones 
educativas deben promover la participación y garantizar las condiciones institucionales 
para el funcionamiento de los centros de estudiantes. 

ARTÍCULO 3° — Las autoridades jurisdiccionales deben arbitrar los medios 
correspondientes a los efectos de que en las instituciones educativas se ejecuten las 
siguientes acciones: 

b) Brindar el apoyo para el desarrollo de las actividades de los centros de estudiantes 

que se podrán realizar en el espacio y tiempo institucional, previo acuerdo entre los 

representantes estudiantiles y el equipo de conducción;  

c) Proporcionar un espacio físico determinado para el funcionamiento del centro de 

estudiantes, de acuerdo a la disponibilidad de la institución. 

ARTÍCULO 6° — Los centros de estudiantes tendrán como principios generales: 

b) Afianzar el derecho de todos los estudiantes a la libre expresión de sus ideas dentro 
del pluralismo que garantizan la Constitución Nacional y las leyes; 

c) Defender y asegurar el cumplimiento y pleno ejercicio de los derechos estudiantiles; 

f) Contribuir al mejoramiento de la calidad de la educación y al logro de un clima 
institucional democrático que permita el mejor desarrollo de las actividades 
educativas; 

ARTÍCULO 10. — El Ministerio de Educación y las autoridades educativas de cada 
jurisdicción diseñarán las campañas de difusión y promoción alentando la creación y 
funcionamiento de los centros de estudiantes. 
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LEY 26.904 - INCORPORACIÓN DEL CÓDIGO PENAL 

Artículo 1º — Incorpórase comoArtículo 131 del Código Penal el siguiente: 

Artículo 131: Será penado con prisión de seis (6) meses a cuatro (4) años el que, por 
medio de comunicaciones electrónicas, telecomunicaciones o cualquier otra tecnología 
de transmisión de datos, contactare a una persona menor de edad, con el propósito de 
cometer cualquier delito contra la integridad sexual de la misma. 
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LEYES PROVINCIALES  
LEY 14.556 - EDUCACIÓN PARA LA SALUD 

Artículo 1°: La Provincia de Buenos Aires garantiza las políticas orientadas a una 
estrategia integral de educación para la salud. 

Artículo 2°: La presente Ley será de aplicación para todo el Sistema Educativo 
Provincial en todos sus ámbitos, niveles y modalidades, de gestión estatal y de gestión 
privada. 

Artículo 3°: Son objetivos generales de esta Ley: 

a) Fortalecer la educación para la salud de los niños, niñas y adolescentes, a través de 

la promoción de la salud, la prevención de la enfermedad y la atención, basadas en 

métodos prácticos, científicamente fundados y socialmente aceptables. 

b) Brindar acceso a los servicios de salud y lograr entornos saludables desde el ámbito 

escolar, mediante estrategias de participación de todos los miembros de la comunidad. 

Artículo 4°: Son objetivos específicos de esta Ley: 

a) Favorecer la adquisición de conocimientos, el desarrollo de aptitudes, valores, 

habilidades y destrezas para adoptar y mantener hábitos y estilos de vida saludables, a 

partir de contenidos de enseñanza secuenciales para todos los niveles y modalidades. 

b) Promover prácticas sobre los factores que tienen influencia sobre la salud, dentro del 

contexto donde se desarrolla el proceso educativo, reconociendo los saberes que las 

diferentes comunidades y culturas tienen al respecto. 

c) Implementar el control y seguimiento del estado de salud integral de todos los niños, 

niñas y adolescentes, a través de la realización de evaluaciones periódicas, incluyendo 

el cumplimiento de los esquemas de inmunización previstos en la normativa vigente. 

d) Determinar la articulación entre los efectores del sistema sanitario y la comunidad 
educativa en los casos de sucesos producidos eventualmente que afecten a la 
población. 

e) Potenciar el rol comunitario de la escuela en la comunicación, durante episodios 
epidemiológicos con impacto en el conjunto social. 

f) Desarrollar un sistema de registro, a cargo de la Autoridad de Aplicación, que 
contenga información acerca de controles, derivaciones y cumplimiento de las 
indicaciones relativas a la salud integral de los destinatarios a los fines estadísticos, de 
prevención y de planificación, debiendo en todos los casos resguardarse la información 
médica personal. 
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g) Promover entornos escolares saludables a través de espacios físicos limpios e 
higiénicos. 

h) Desarrollar acciones comunitarias basadas en consensos que propicien convivencias 
pacíficas y organizaciones solidarias. 

i) Propiciar la atención integral de la salud de los niños, niñas, adolescentes en 
articulación con los servicios sanitarios, con énfasis en la prevención a través del 
diagnóstico precoz y el tratamiento oportuno, garantizando el seguimiento de los 
casos. 

j) Promover mediante la enseñanza, el aprendizaje y el desarrollo de prácticas de 
alimentación saludables. 

k) Promover la participación de todos los miembros de la comunidad educativa en el 
fomento de estilos de vida sana y en las acciones de promoción de la salud, en que las 
escuelas serán espacios públicos de referencia. 

CAPÍTULO II 

Evaluaciones de salud 

Artículo 5°: Se establece como obligatorio el examen sanitario individual a todos los 
niños, niñas y adolescentes que concurran a Establecimientos Educativos, Públicos o 

Privados, de nivel Inicial, Primario y Secundario. Dicho examen deberá ser 
cumplimentado con anterioridad al 30 de septiembre del primer año correspondiente 
al inicio de cada ciclo. Asimismo, se le realizarán dichos exámenes, a aquellos niños, 
niñas y adolescentes que provengan de otra jurisdicción y se incorporen, en cualquier 
momento, al sistema Educativo Provincial. 

El examen deberá incluir los siguientes aspectos: 

a. Evaluación del desarrollo corporal y del estado nutricional. 

b. Evaluación odontológica. 

c. Evaluación oftalmológica. 

d. Control del cumplimiento del Calendario Obligatorio de Vacunación. 

e. Detección de patologías con relevancia epidemiológica. 

f. Evaluación fonoaudiológica. 

g. Evaluación podológica. 

Artículo 6°: El Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires deberá  probar un 
protocolo común a ser utilizado en el Sistema de Salud Provincial, por todos los 
efectores, cualquiera sea su forma de gestión, estatal, de la Seguridad Social o privada. 
Dicho protocolo contendrá los datos que se estimen necesarios para la cuantificación 
de la información clínica y epidemiológica actualizada. 
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Artículo 7°: Los efectores de salud deberán utilizar el protocolo aprobado por el 
Ministerio de Salud, debiendo otorgar constancia de la evaluación efectuada al padre, 
madre, tutor o encargado del menor, para ser presentado en el establecimiento 
educativo. 

Artículo 8°: La información individual referida a cada niño, niña y adolescente será de 
carácter privado, conservando el secreto profesional y obligatoriamente comunicada 
por los efectores a sus padres, tutores o encargados. 

Artículo 9°: Los establecimientos educativos deberán disponer de información sobre 
los diferentes efectores en el sistema de salud según la cobertura sanitaria y de 
acuerdo a la necesidad de asistencia ante eventuales patologías detectadas en el niño, 
niña o adolescente. 

Artículo 10: Producida la comunicación prevista en elArtículo 8°, es responsabilidad de 
los padres, tutores o encargados efectuar los tratamientos recomendados 
particularmente. 

Artículo 11: La Autoridad de Aplicación de la presente Ley podrá disponer la realización 
de evaluaciones periódicas referidas a los grupos de población y edad en situación de 
escolaridad que considere pertinente, a los fines específicos establecidos en la 
presente Ley. 

CAPÍTULO III 

Registro Universal Sanitario Escolar Provincial 

Artículo 12: Créase el Registro Universal Sanitario Escolar Provincial (RUSEP), en el que 
deberán inscribirse a todos los niños, niñas y adolescentes que cursen el primer año de 
la escuela primaria en la Provincia de Buenos Aires, en cualquiera de sus formas de 
gestión. 

El Registro deberá contar con la seguridad física y lógica a fin de resguardar la 
integridad y confidencialidad de los datos. 

Artículo 13: La información resultante de los exámenes individuales será inscripta en el 
Registro creado en elArtículo anterior. La información estará a disposición y 
requerimiento del titular, padres, tutores o encargados. 

Artículo 14: Los datos aportados serán procesados con el objetivo de construir una 
estadística, bajo la gestión del Ministerio de Salud, que podrá convocar instituciones 
públicas de actuación académica y/o científica, en colaboración. 

La estadística resultante del procesamiento de los datos, se constituirá en información 
pública brindada por el Ministerio de Salud. 

CAPÍTULO IV 

Educación para la Salud 
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Artículo 15: La Dirección General de Cultura y Educación, en cumplimiento de los 
objetivos de la presente Ley, impulsará la producción de contenidos para la promoción 
de la salud y la prevención de la enfermedad a los requerimientos de cada nivel o 
modalidad educativa. 

Dicha producción se realizará con las determinaciones científicas emanadas del 
Ministerio de Salud. 

Artículo 16: La Dirección General de Cultura y Educación incluirá contenidos para la 
promoción de la salud y la prevención de enfermedades en la currícula de todos los 
niveles y modalidades, con una secuencia lógica y progresiva, ajustada a los 
requerimientos, mediante una metodología que favorezca la participación de los 
alumnos. 

Artículo 17: La formación docente incluirá los contenidos necesarios para dar 
cumplimiento a lo previsto en la presente Ley. Con mismo objeto, se desarrollarán 
acciones de capacitación destinadas a docentes y personal auxiliar de los 
establecimientos educativos. 

CAPÍTULO V 

Servicios Integrales en Salud y Alimentación 

Artículo 18: La Comisión Interministerial a que se refiere elArtículo 23, elaborará 
protocolo a fin de poder contar con los medios necesarios para los primeros auxilios en 
todos los establecimientos educativos. 

Éstos orientarán a los alumnos, su familia y/o responsables, hacia el sistema de salud, 
asegurando el sostenimiento del alumno en el sistema educativo. 

Artículo 19: Los contenidos educativos sobre alimentos y nutrición deberán 
relacionarse con la práctica cotidiana de los comedores escolares, promoviendo una 
estrategia de alimentación orientada a satisfacer una dieta suficiente en cantidad, 
completa en calidad, proporcionada en variedad y adecuada respecto a edad, actividad 
y estado de salud de los alumnos. 

Artículo 20: Los comercios ubicados en los establecimientos educativos de la Provincia 
de Buenos Aires deberán garantizar el expendio de productos tendientes a promover 
una alimentación saludable. 

Artículo 21: La Autoridad de Aplicación promoverá asistencia técnica a las cocinas y a 
los comedores escolares en cumplimiento de las normas usuales de bromatología 
garantizando un menú escolar saludable. 

CAPÍTULO VI 

Participación Social y Comunitaria 

Artículo 22: En los establecimientos educativos de la Provincia se realizarán actividades 
de promoción de la salud y prevención de las enfermedades, con la participación de 
alumnos, alumnas, docentes, auxiliares, padres, tutores y encargados. 
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CAPÍTULO VII 

Nivel Provincial y Niveles Locales 

Artículo 23: El Poder Ejecutivo pondrá en funcionamiento una Comisión 
Interministerial, en la que deberán participar necesariamente las áreas relacionadas 
con las temáticas de educación, salud y desarrollo social, a los fines de promover el 
cumplimiento de los objetivos de la presente Ley. 

La Comisión Interministerial podrá promover la conformación de comisiones en los 
niveles regionales y distritales. 

Artículo 24: Invítase a los Municipios a promover la formación de comisiones 
distritales, para el cumplimiento de idénticos propósitos que los previstos en elArtículo 
23. 

ARTÍCULO 25: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos 
Aires, en la ciudad de La Plata, a los veintiocho días del mes de noviembre de dos mil 
trece. 

LEY 13.066 - PROGRAMA PROVINCIAL DE SALUD SEXUAL Y PROCREACIÓN 
RESPONSABLE 

Artículo 1: Créase en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, el Programa Provincial 
que garantiza las políticas orientadas a la promoción, y desarrollo de la Salud 
reproductiva y la Procreación Responsable. 

Artículo 2º: Este programa  está destinado a toda la población, sin discriminación 
alguna y serán sus objetivos los siguientes: 

k) Otorgar prioridad a la atención de la salud reproductiva de las adolescentes, en 
especial a la prevención del embarazo adolescente y a la asistencia de la adolescente 
embarazada.  

n) Informar, otorgar y prescribir, por parte del profesional médico, de los conceptivos y 
anticonceptivos, aprobados por el ANMAT, de carácter transitorios y reversibles a ser 
elegidos libremente por parte de los beneficiarios del programa, los que serán 
otorgados respetando las convicciones y criterios de los destinados. En todos los casos 
los métodos suministrados serán no abortivos.  

Decreto 2327/03 

Que a mayor abundamiento, se ha definido a la salud reproductiva como un estado 
general de bienestar físico, mental y social y no de mera ausencia de enfermedades o 
dolencias, en todos los aspectos relacionados con el sistema reproductivo, sus 
funciones y procesos. 
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Que en la constitución provincial, así como en la Carta Magna Nacional  y en los 
diversos tratados internacionales, se reconoce el derecho de todas las personas a 
tener fácil acceso a la información, educación y servicios vinculados a su salud y 
comportamiento reproductivo, al que se otorga el rango de derecho humano esencial. 

Que la ley 13.066 en particular, tiene por objetivo fundamental garantizar el acceso a 
la información y educación de la totalidad de la población, sin distinción de sexo no 
edad, promoviendo la participación de todos los actores intervinientes desde el 
momento de la concepción y durante toda su vida, así como asegurar acciones de 
prevención, diagnóstico temprano y tratamiento oportuno de las enfermedad de 
transmisión sexual.  

Anexo 

Reglamentación de la Ley 13.066 

Artículo 1º: La implementación de esta ley tendrá como premisa principal el respeto al 
derecho del hombre y de la mujer a: 

a) Obtener información sobre salud reproductiva y sexual 

b) Tener acceso a métodos de su elección seguros, eficaces y aceptables en 

materia de planificación familiar 

c) Recibir servicios adecuados de atención de la salud que propicien embarazos 
y partos sin riesgos y que brinden las máximas posibilidades de tener hijos sanos 

d) Adoptar decisiones en materia de salud reproductiva sin sufrir discriminación, 

coacción ni violencia 

e) Prevenir y tratar enfermedades de transmisión sexual, VIH/SIDA y patologías 

genitales y mamarias 

Artículo 3º: Las personas menores de edad tendrán derecho a recibir, a su pedido y de 

acuerdo a su desarrollo, información clara, completa y oportuna, manteniendo 

confidencialidad sobre la misma y respetando su privacidad. En todos los casos, y 
cuando corresponda por indicación del profesional interviniente, se favorecerá la 
prescripción de métodos de barrera, particularmente el preservativo, a los fines de 
prevenir enfermedades de transmisión sexual y VIH/SIDA. Sólo previa evaluación 
clínica por parte del profesional, se podrá prescribir además otros métodos de los 
mencionados en elArtículo 2 inciso e) de la presente reglamentación. En ese último 

supuesto, las personas menores de 14 años deberán contar con el consentimiento 

expreso de los padres o adultos responsables.  

LEY 13.894 - CONSUMO, COMERCIALIZACIÓN, PUBLICIDAD DEL TABACO. 
ZONAS LIBRES DE HUMO. CIGARRILLOS.  

Protección del humo de tabaco ajeno. Objetivos  
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Artículo 2º:  (Texto según ley 14.381)Se prohíbe el consumo de tabaco en todos los 
espacios cerrados dependientes de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, 
organismos de la Constitución, entes descentralizados y autárquicos, tengan o no 
atención al público, lugares de trabajo en general, los medios de transporte de 
pasajeros cualquiera sea su tipo y distancia, en tanto permanezcan y circulen en 
jurisdicción provincial, como así también en los espacios cerrados de acceso público 
del ámbito privado, para el total resguardo del tercero no fumador  

Artículo 3º: Son objetivos de la presente Ley: 

1) General: Proteger la salud de todos y cada uno de los habitantes de la Provincia de 
Buenos Aires a los fines de la prevención, asistencia y bienestar comunitario, 
relacionados con la morbimortalidad como consecuencia del consumo de tabaco y sus 
derivados. 

2) Específicos: 

a)      Reducir el consumo de los productos elaborados con tabaco. 

b)      Reducir al mínimo la exposición de las personas al humo de tabaco ajeno (HTA). 

c)      Reducir el daño sanitario, social y ambiental originado por el tabaquismo. 

d)      Reducir o evitar las consecuencias que en la salud humana originan el consumo 
de productos elaborados con tabaco o por efecto del HTA. 

e)      Prevenir el inicio del consumo de tabaco en niños y jóvenes. 

f)        Promover en la población el cese del consumo de tabaco. 

g)      Regular la comercialización de los productos del tabaco. 

h)      Promover campañas informativas y de prevención en establecimientos 
educativos de todos los niveles. 

i)        Promover campañas informativas y de prevención en la sociedad a los efectos de 
que sean conocidas las consecuencias sanitarias, la naturaleza adictiva y la amenaza 
mortal del consumo de tabaco y de la exposición al humo de tabaco ajeno. 

j)        Reconocer la adicción al tabaco como enfermedad crónica y recidivante para su 
diagnóstico, tratamiento y cobertura médica en todos los niveles del sistema de salud, 
público, privado y de seguridad social. 

Artículo 9º: A efectos del cumplimiento de los objetivos enunciados por la presente 
Ley, la Autoridad de Aplicación implementará proyectos y programas destinados a la 
prevención del consumo de tabaco, así como campañas publicitarias orientadas a 
informar a la población sobre los efectos mortales para la salud producidos por la 
adicción al tabaco y los ocasionados por la exposición al humo de tabaco ajeno (HTA). 

Artículo 10º: Incorpórese en todos los niveles de educación dependientes de la 

Dirección General de Cultura y Educación proyectos y programas orientados a informar 

a los alumnos sobre los efectos perjudiciales para la salud producidos por el consumo 
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de tabaco y sobre la importancia de desarrollar un ámbito educativo 100% libre de 

humo de tabaco aplicable para alumnos como para personal adulto, con el objetivo de 
crear nuevas generaciones de no fumadores y conciencia sobre el daño que ocasiona 
el humo de tabaco ajeno. 

Artículo 11º: La Autoridad de Aplicación implementará programas de prevención 
integral y asistencia, destinados a las personas que consuman tabaco a fin de 
recuperarse de su adicción. 

En los citados programas, pondrá especial énfasis en el peligro que significa el 
tabaquismo tanto para la mujer embarazada y la madre lactante, como para la salud 
de su hijo 

 

Una de las formas de lograr una buena salud integral es el bueno uso del tiempo libre, a través 

del deporte es una de las opciones para lograr esto, que no solamente ayuda a la salud física y 

psíquica, sino que también permite un distanciamiento de los jóvenes de aquello que le pueda 

perjudicar su salud.  

LEY 12.108 - LEY DE PROMOCIÓN Y FISCALIZACIÓN DEL D EPORTE 

Artículo 1º: Objetivos 

b) La utilización del deporte y la recreación como factor educativo y coadyuvante a la 
formación integral del hombre y como recurso idóneo para la preservación de la salud 
física de la población y la promoción de los valores éticos 

i) Coordinar el desarrollo de programas educativos, culturales y/o técnicos –científico 
con los organismos públicos y privados, tendientes a la capacitación de técnicos, 
docentes, científicos, dirigentes, árbitros y demás colaboradores de las actividades 
deportivas.  

n) Procurar que los establecimientos educacionales cuenten con instalaciones 
adecuadas para la realización de sus actividades deportivas, propiciando la realización 
de convenios para la utilización de las pertenecientes a las instituciones primarias.  

Artículo 2º: El Estado reconocer el derecho de todos los habitantes de la Provincia y de 

sus instituciones a practicar y enseñar deportes. Para ello desarrollará su acción 
orientando, promoviendo, asistiendo, ordenando y fiscalizando las actividades 
deportivas y de recreación que se realicen en la Provincia, conforme a los planes, 
programas y proyectos que se elaboren por iniciativa local o en coordinación con 
organismos nacionales.  

LEY 12.569 - SOBRE VIOLENCIA FAMILIAR  

CAPITULO I 
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Artículo 1.- (Texto según Ley 14509) A los efectos de la aplicación de la presente Ley se 
entenderá por violencia familiar, toda acción, omisión, abuso, que afecte la vida, 
libertad, seguridad personal, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica 
o patrimonial, de una persona en el ámbito del grupo familiar, aunque no configure 
delito. 

Artículo 2.- Se entenderá por grupo familiar al originado en el matrimonio o en las 
uniones de hecho, incluyendo a los ascendientes, descendientes, colaterales y/o 
consanguíneos y a convivientes o descendientes directos de algunos de ellos. 

La presente Ley también se aplicará cuando se ejerza violencia familiar sobre la 
persona con quien tenga o haya tenido relación  de noviazgo o pareja o con quien 
estuvo vinculado por matrimonio  o unión de hecho. 

Artículo 3.- Las personas legitimadas para denunciar judicialmente son las enunciadas 
en losArtículo s 1° y 2° de la presente Ley, sin necesidad del requisito de la convivencia 
constante y toda persona que haya tomado conocimiento de los hechos de violencia,. 
La denuncia podrá realizarse en forma verbal o escrita. 

Artículo 4.- (Texto según Ley 14509) Cuando las víctimas fueran menores de edad, 
incapaces, ancianos o discapacitados que se encuentren imposibilitadas de accionar 
por sí mismas, estarán obligados a hacerlo sus representantes legales, los obligados 
por alimentos y/o el Ministerio Público, como así también quienes se desempeñan en 
organismos asistenciales, educativos, de salud y de justicia y en general, quienes desde 
el ámbito público o privado tomen conocimiento de situaciones de violencia familiar o 
tengan indicios de que puedan existir. 

La denuncia deberá formularse inmediatamente. 

En caso de que las personas mencionadas incumplan con la obligación establecida el 
Juez/a o Tribunal interviniente deberá citarlos de oficio a la causa que eventualmente 
se abra con posterioridad por la misma razón, podrá imponerles una multa y, en caso 
de corresponder, remitirá los antecedentes al fuero penal. 

De igual modo procederá respecto del tercero o superior jerárquico que por cualquier 
medio, obstaculice, impida o haya impedido la denuncia. 

Artículo 4° bis: (Artículo Incorporado por Ley 14509) Cuando las víctimas sean 

mujeres, no comprendidas en elArtículo precedente, están obligadas a informar de la 

situación a la autoridad administrativa o judicial que corresponda, aun en aquellos 

casos en que el hecho no configure delito, las personas que se desempeñen en servicios 

asistenciales, sociales, educativos y de salud, públicos o privados, y que con motivo o en 

ocasión de sus tareas tomaren conocimiento de un hecho de violencia contra las 

mujeres en los términos de la Ley N° 26.485. 

En todos los casos se resguardará a la víctima y observarán las disposiciones referidas 
al secreto profesional y al consentimiento informado. 
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Los receptores de las informaciones mencionadas en el primer párrafo, quedan 
obligados a realizar averiguaciones y proceder según corresponda a su competencia. 

En caso de incumplimiento se procederá de la forma prevista en elArtículo 4°. Para 
realizar denuncias judiciales, deberá contarse con la autorización de la mujer, salvo 
que se trate de delitos de acción pública. 

Artículo 5.- Los menores de edad y/o incapaces víctimas de violencia familiar, podrán 

directamente poner en conocimiento de los hechos al Juez o Tribunal, al Ministerio 

Público o la autoridad pública con competencia en la materia, a los fines de requerir la 

interposición de las acciones legales correspondientes. 

Artículo 6.- (Texto según Ley 14509) Corresponde a los Juzgados/Tribunales de Familia 
y a los Juzgados de Paz, del domicilio de la víctima, la competencia para conocer en las 
denuncias a que se refieren losArtículo s precedentes. 

Cuando la denuncia verse sobre hechos que configuren delitos de acción pública o se 
encuentren afectados menores de edad, el Juez o Jueza que haya prevenido lo pondrá 
en conocimiento del Juez o Jueza competente y del Ministerio Público. Aún en caso de 
incompetencia, el/la juez/a interviniente podrá disponer las medidas preventivas 
contempladas en la presente Ley, tendientes a hacer cesar el hecho que diera origen a 
la presentación. 

Se guardará reserva de identidad del denunciante. 

Artículo 6 bis: (Artículo Incorporado por Ley 14509) Para efectuar la denuncia por 
violencia familiar contra mujeres, no se requerirá patrocinio letrado y deberá 
garantizarse la gratuidad de las actuaciones judiciales y la posterior asistencia jurídica 
preferentemente especializada. 

Artículo 6 ter: (Artículo Incorporado por Ley 14509) En cualquier instancia del proceso 
se admitirá la presencia de un/a acompañante como ayuda protectora de la mujer, 
siempre que quien padece violencia lo solicite y con el único objeto de preservar la 
salud física y psicológica de la misma. 

En todas las intervenciones, tanto judiciales como administrativas, deberán observarse 
los derechos y garantías mínimas de procedimiento enumeradas en el Art. 16 de la Ley 
N° 26485. 

Artículo 7.- (Texto según Ley 14509) El juez o jueza interviniente deberá resolver de 
oficio o a petición de parte, teniendo en cuenta el tipo de violencia y con el fin de 
evitar su repetición, algunas de las siguientes medidas: 

a) Ordenar al presunto agresor el cese de los actos de perturbación o intimidación 
contra la o las víctimas. 

b) Ordenar la prohibición de acercamiento de la persona agresora al lugar de 
residencia, trabajo, estudio, esparcimiento o lugares de habitual concurrencia de la 
persona agredida y/o del progenitor/a o representante legal cuando la víctima fuere 
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menor o incapaz, fijando a tal efecto un perímetro de exclusión para permanecer o 
circular por determinada zona. 

c) Ordenar la exclusión de la persona agresora de la residencia donde habita el grupo 
familiar, independientemente de la titularidad de la misma. 

d) Ordenar a petición de quien ha debido salir del domicilio por razones de seguridad 
personal su reintegro al mismo, previa exclusión del presunto agresor. 

e) Ordenar la restitución inmediata de los efectos personales de la parte peticionante, 
si ésta se ha visto privada de los mismos por hechos de violencia familiar, solicitando a 
tal efecto el auxilio de la fuerza pública a fin de garantizar la efectiva protección de la 
persona agredida. 

f) Ordenar las medidas necesarias para garantizar la seguridad de la/s persona/s 
agredidas/s, en su domicilio. 

g) Ordenar la fijación de una cuota alimentaria y tenencia provisoria si correspondiese, 
de acuerdo a los antecedentes obrantes en la causa y según las normas que rigen la 
materia. 

h) Ordenar en caso en que la víctima fuere menor de edad o incapaz otorgar su guarda 
provisoria a quien considere idóneo para tal función, si esta medida fuere necesaria 
para su seguridad psicofísica y hasta tanto se efectúe un diagnóstico de la situación. La 
guarda se otorgará a integrantes del grupo familiar o de la comunidad de residencia de 
la víctima. Deberá tenerse en cuenta la opinión y el derecho a ser oído/a de la niña/o o 
adolescente. 

i) Ordenar la suspensión provisoria del régimen de visitas. 

j) Ordenar el inventario de los bienes gananciales de la sociedad conyugal y de los 
bienes propios de quien ejerce y de quien padece violencia. En los casos de parejas 
convivientes se dispondrá el inventario de los bienes de cada uno. Asimismo si fuere 
necesario y por el período que estime conveniente el juez o jueza interviniente 
otorgará el uso exclusivo del mobiliario de la casa a la persona que padece violencia. 

k) Prohibir al presunto agresor enajenar, disponer, destruir, ocultar o trasladar bienes 
gananciales de la sociedad conyugal o los comunes de la pareja conviviente. 

l) Prohibir al presunto agresor la compra y tenencia de armas y ordenar el secuestro de 
las que estuvieran en su posesión. 

m) Proveer las medidas conducentes a fin de brindar a quien padece y a quien ejerce 
violencia y grupo familiar, asistencia legal, médica, psicológica a través de organismos 
públicos y entidades no gubernamentales con formación especializada en la 
prevención y atención de la violencia familiar y asistencia a la víctima. 

n) Toda otra medida urgente que estime oportuna para asegurar la custodia y 
protección de la víctima. El juez o jueza deberá adoptar las medidas dentro de las 
cuarenta y ocho (48) horas de haber tomado conocimiento de la situación de violencia. 
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Artículo 8.- (Texto según Ley 14509) El Juez o Jueza interviniente deberá requerir un 

informe efectuado por profesionales de diversas disciplinas o equipo transdisciplinario 

para determinar los daños físicos y/o psíquicos, económicos o de otro tipo sufridos por 

la víctima, la situación del peligro y medio social y ambiental del grupo familiar. La 

interesada podrá solicitar otros informes técnicos.  

Artículo 14 bis: (Artículo Incorporado por Ley 14509) El/la juez/a podrá solicitar o 
aceptar la colaboración de organizaciones o entidades públicas o privadas dedicadas a 
la protección de los derechos de las mujeres y demás personas amparadas por la 
presente. 

Artículo 15.- El  Poder Ejecutivo a través del organismo que corresponda instrumentará 
programas específicos de prevención, asistencia y tratamiento de la violencia familiar y 
coordinar los que elaboren los distintos organismos públicos y privados, incluyendo el 
desarrollo de campañas de prevención en la materia y de difusión de las finalidades de 
la presente Ley. 

Artículo 16.- (Artículo OBSERVADO por el Decreto de Promulgación nº 4276/00 de la 
presente Ley) De las denuncias que se presenten se dará participación al Consejo de la 
Familia y Desarrollo Humano a fin de que brinde a las familias afectadas la asistencia 
legal, médica y psicológica que requieran, por sí o a través de otros organismos 
públicos y de entidades no gubernamentales con formación especializada en la 
prevención y atención de la violencia familiar y asistencia a la víctima. 

Artículo 17.- Créase en el ámbito del Consejo de la Familia y Desarrollo Humano, el 
Registro de Organizaciones no Gubernamentales Especializadas, en el que podrán 
inscribir aquéllas que cuenten con el equipo interdisciplinario para el diagnóstico y 
tratamiento de violencia familiar. 

 Lo subrayado se encuentra Observado por el Decreto de Promulgación nº 4276/00 
de la presente Ley. 

Artículo 20.- El Poder Ejecutivo arbitrará  los medios y los recursos necesarios para el 
cumplimiento de los siguientes objetivos: 

Articulación de las políticas de prevención, atención y tratamiento de las víctimas de 

violencia familiar. 

Desarrollar programas de capacitación de docentes y directivos de todos los niveles de 
enseñanza, orientados a la detección temprana, orientación a padres y derivación 
asistencial de casos de abuso o violencia, así como a la formación preventiva de los 
alumnos. 

Crear en todos los centros de salud dependientes de la Provincia, equipos 
multidisciplinarios de atención de niños y adolescentes víctimas y sus familias 
compuestos por un médico infantil, un psicólogo y un asistente social con formación 
especializada en este tipo de problemáticas. Invitar a los municipios a generar equipos 
semejantes en los electores de salud de su dependencia. 
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Incentivar grupos de autoayuda familiar, con asistencia de profesionales expertos en el 
tema. 

Capacitar en todo en ámbito de la Provincia, a los agentes de salud. 

Destinar en las comisarías personal especializado en la materia (equipos 
interdisciplinarios; abogados, psicólogos, asistentes sociales, médicos) y establecer  un 
lugar privilegiado a las víctimas. 

Capacitar al personal de la Policía de la provincia de Buenos Aires sobre los contenidos 
de la presente Ley, a los fines de hacer efectiva la denuncia. 

Crear un programa de Promoción familiar destinado a sostener en forma temporaria a 
aquellos padres o madres que queden solos a cargo de sus hijos a consecuencia de 
episodios de violencia o abuso y  enfrenten la obligación de reorganizar su vida 
familiar.  

Generar con los municipios y las entidades comunitarias casas de hospedajes en cada 
comuna, que brinden albergue temporario a los niños, adolescentes o grupos 
familiares que hayan sido víctimas. 

Desarrollar en todos los municipios servicios de recepción telefónica de denuncias, 
dotados de equipos móviles capaces de tomar contacto rápido con las familiar 
afectadas y realizar las derivaciones correspondientes, haciendo un seguimiento de 
cada caso. 

LEY 12.807 - ABUSO SEXUAL INFANTIL    

Artículo 1.- La presente Ley tiene por objeto, la prevención del abuso sexual contra 
niños en el territorio de la provincia de Buenos Aires. 
Artículo 2.- El Poder Ejecutivo Provincial, en las condiciones que la reglamentación 
indique, deberá capacitar al personal de las dependencias oficiales e instituciones 
privadas que realicen tareas vinculadas directamente con niños, para reconocer y 
detectar síntomas que indiquen que un niño haya sido o está siendo objeto de la 
comisión de un abuso sexual. 
Artículo 3.- Todo funcionario o empleado público que por cualquier medio tome 
conocimiento de la comisión de un abuso sexual contra un niño, pornografía infantil o 
prostitución infantil, deberá denunciarlo inmediatamente a la autoridad competente, 
bajo apercibimiento de las sanciones legales y administrativas correspondientes. 
Artículo 4.- El Poder Ejecutivo Provincial deberá implementar campañas de difusión 
masivas que tengan por objeto: 
a) La prevención del abuso sexual contra niños. 
b) El reconocimiento de niños que puedan estar siendo objeto de este tipo de abusos. 
c) Informar sobre los lugares receptores de denuncias y servicios de apoyo jurídico, 
terapéutico o social. 
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Artículo 5.- Facúltase al Poder Ejecutivo a realizar convenios con medios de difusión, 
organizaciones, instituciones y empresas privadas, a efectos de llevar a cabo las 
campañas mencionadas en elArtículo anterior. 
Artículo 6.- La Provincia, a través del Poder Ejecutivo, establecerá programas que 
atiendan la problemática de los niños que hayan sido objeto de abuso sexual, 
garantizando el acceso al tratamiento terapéutico y procurando su recuperación. 
Artículo 7.- Los programas podrán ser articulados con otros de carácter Municipal o de 
O.N.G., que tengan entre sus objetivos la prevención del abuso sexual. 

LEY 13.803 - DETECCIÓN, PREVENCIÓN Y ERRADICACIÓN  DEL TRABAJO 
INFANTIL 

ARTÍCULO 1.- Créase el Programa Provincial para la Prevención y Erradicación del 
Trabajo Infantil, en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires que tendrá como 
objeto la detección, prevención y erradicación del trabajo infantil. 

ARTÍCULO 2.- El programa se desarrollará en el marco de la Convención de los 
Derechos del Niño y del Sistema de Promoción y Protección de Derechos de los Niños, 
Niñas y Adolescentes creado por la Ley 13.298. 

ARTÍCULO 3.- A los efectos de la presente Ley se define como Trabajo Infantil las 
estrategias de supervivencia o actividades productivas, de comercialización o de 
prestación de servicios remuneradas o no, realizadas por niñas y/o niños por debajo de 
la edad mínima de admisión al empleo o trabajo establecida en nuestro país, que 
atenten contra su integridad física, mental, espiritual, moral o social y que interrumpan 
o disminuyan sus posibilidades de desarrollo y ejercicio integral de sus derechos. 

ARTÍCULO 4.- El Programa Provincial para la Prevención y Erradicación del Trabajo 
Infantil tendrá los siguientes componentes: 

1.      Acciones específicas para la detección, prevención y erradicación del 
trabajo infantil  

2.      Acciones conjuntas con organizaciones y/u organismos municipales, 
provinciales, nacionales e internacionales dedicados a la temática. 

3.      Creación de un banco de datos de experiencias referidas a la problemática 

4.      Recopilación y sistematización de información, estudios y publicaciones 
relacionados con la problemática del trabajo infantil.  

5.      Campañas de sensibilización a través de medios gráficos, radiales, 
televisivos e informáticos.  

6.      Capacitación de los agentes educativos, sanitarios, culturales y de los 
medios de comunicación y sensibilización de la comunidad desde la perspectiva 
de promoción y protección de derechos en el ámbito local. 

7.      Capacitación de los inspectores de trabajo en materia de trabajo infantil.  
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8.      Promoción de redes solidarias que permitan coadyuvar a la prevención y 
erradicación progresiva del trabajo infantil. 

9.      Articulación de los programas existentes vinculados al fortalecimiento de 
familias con niños y niñas en situación de vulnerabilidad social.  

ARTÍCULO 8.- El programa llevará a cabo acciones dirigidas al relevamiento e 
identificación de niños y niñas en situación de trabajo. Asimismo, identificará las 
familias de las que son miembros conforme a su composición, la situación ocupacional, 
sanitaria y educativa de sus distintos integrantes, la escolarización de las niñas y niños, 
la zona en la que residen y cualquier otra característica que se estime conveniente. 

ARTÍCULO 10.- A los efectos de prevenir la realización de actividades laborales, 
remuneradas o no, por parte de niñas y niños en el ámbito de la provincia, se 
adoptarán medidas tendientes a: 

a)      Priorizar la atención e incorporación de la población relevada conforme lo 
establecido en elArtículo 4º en los distintos planes, programas y proyectos que 
se ejecuten en el ámbito provincial. 

b)      Capacitar a los agentes de la Comunidad Educativa respecto de la 
prevención de las situaciones de trabajo de las niñas y niños, como así también 
de la promoción y de la protección de sus derechos, a los efectos de garantizar 
su permanencia en el sistema educativo.  

c)      Concientizar a las familias acerca de la importancia de que los niños y las 
niñas permanezcan en el sistema educativo e informar respecto de los 
programas y proyectos del Gobierno Provincial. 

d)      Instar a los empleadores al cumplimiento estricto de la normativa vigente 
en materia de la edad mínima de admisión al empleo.  

ARTÍCULO 11.- Se procurará la permanencia y reingreso al sistema educativo formal de 
las niñas y niños en situación de trabajo, mediante el sostenimiento de acciones 
especiales de apoyo.  

ARTÍCULO 12.- El Programa promoverá la participación de organizaciones no 
gubernamentales, asociaciones intermedias y las universidades en las acciones que se 
realicen con el fin de apoyar y reforzar las iniciativas comunitarias en consonancia con 
lo dispuesto en esta Ley. 

ARTÍCULO 13.- A los efectos de cumplir con el objetivo de la presente ley, el Gobierno 
de la Provincia de Buenos Aires, procurará el desarrollo y articulación de acciones y la 
adopción de políticas conjuntas con los organismos del Gobierno Nacional, los 
Gobiernos Provinciales, el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los 
Municipios Bonaerenses. Asimismo impulsará la adopción de medidas en el marco de 
los Programas Internacionales para la Erradicación del Trabajo Infantil. 
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LEY 13.634 - FUERO DE FAMILIA Y RESPONSABILIDAD PEN AL JUVENIL. 

Constituye al Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil que define al Ministerio de 
Desarrollo Social como contraparte del Poder Ejecutivo encargado de formular, 
coordinar y ejecutar políticas, programas y medidas destinadas a trabajar con jóvenes 
en conflicto con la ley asegurando sus derechos y garantías.  

LEY 

TITULO I 
PRINCIPIOS GENERALES DEL FUERO DE FAMILIA Y DEL FUERO PENAL DEL NIÑO 

ARTÍCULO 3.- Los niños tienen derecho a ser oídos en cualquier etapa del proceso, a 
peticionar, a expresar sus opiniones y a que éstas se tengan en cuenta en las 
decisiones que afecten o hagan a sus derechos, considerando su desarrollo psicofísico. 
En el caso de los niños por nacer ejercerá este derecho la madre. El Juez garantizará 
debidamente el ejercicio de este derecho. 

ARTÍCULO 5.- Queda prohibida la difusión de la identidad de los niños sujetos a 
actuaciones administrativas o judiciales, cualquiera sea su carácter y con motivo de 
dichas actuaciones, en informaciones periodísticas y de toda índole. Se consideran 
como informaciones referidas a la identidad: el nombre, apodo, filiación, parentesco, 
residencia y cualquier otra forma que permita su individualización.  

ARTÍCULO 6.- El niño al que se atribuya haber infringido leyes penales o se acuse o 
declare culpable de haber infringido esas leyes, debe ser tratado de manera acorde 
con el fomento de su sentido de dignidad y valor, que fortalezca el respeto del niño 
por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se 
tengan en cuenta la edad del niño, la importancia de promover su reintegración y que 
asuma una función constructiva en la sociedad.  

Capítulo II 

Disposiciones Generales del Proceso Penal 

ARTÍCULO 32. El presente régimen es aplicable a todo niño punible, según la 
legislación nacional, imputado de delito en jurisdicción territorial de la provincia. 

ARTÍCULO 33. Son principios rectores para la interpretación y aplicación de las normas 
del proceso penal: la protección integral de los derechos del niño, su formación plena, 
la reintegración en su familia y en la comunidad, la mínima intervención, la 
subsidiariedad, la solución de los conflictos y la participación de la víctima; también 
que el niño asuma una actitud constructiva y responsable ante la sociedad, 
adquiriendo respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales de 
todas las personas. 

ARTÍCULO 34. La edad del niño se comprobará con los títulos de estado 
correspondientes. Ante la falta de éstos, se estimará en base al dictamen pericial 
efectuado por un (1) médico forense o por dos (2) médicos en ejercicio de su 
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profesión. El dictamen deberá realizarse y remitirse en un plazo que no exceda de 
cuarenta y ocho (48) horas de ordenada la pericia. 

ARTÍCULO 35. La imposición de cualquiera de las medidas previstas en esta Ley, 
requerirá la convicción sobre la existencia de los hechos juzgados, con desarrollo de las 
razones que llevan a aquella certeza no sólo respecto de los hechos sino de la 
participación y responsabilidad del niño en los mismos, siempre que no concurra 
alguna eximente. Caso contrario, se procederá según las previsiones de losArtículo s 63 
y 64 de la presente Ley. 

ARTÍCULO 36. El niño sujeto a proceso penal gozará de todos los derechos y garantías 
reconocidos a los mayores y en especial tendrá derecho a:  

1.- Ser informado de los motivos de la investigación y de la autoridad responsable de la 
misma, del derecho a no declarar contra sí mismo y a solicitar la presencia inmediata 
de sus padres, tutores o responsables y su defensor;  

2.- No ser interrogado por autoridades policiales, militares, civiles o administrativas;  

3.- Recibir información clara y precisa de todas las autoridades intervinientes del 
Fuero, sobre el significado de cada una de las actuaciones procesales que se 
desarrollen en su presencia, así como del contenido y de las razones, incluso ético-
sociales de las decisiones, de tal forma que el procedimiento cumpla su función 
educativa;  

4.- Que la privación de libertad sea sólo una medida de último recurso y que sea 
aplicada por el período más breve posible, debiendo cumplirse en instituciones 
específicas para niños, separadas de las de adultos, a cargo de personal especialmente 
capacitado teniendo en cuenta las necesidades de su edad;  

5.- Comunicarse personalmente con la autoridad judicial, recibir visitas e intercambiar 
correspondencia con su familia, al estudio y la recreación;  

6.- Que no se registren antecedentes policiales que perjudiquen su dignidad. 

7.- Que las decisiones sobre medidas cautelares, salidas alternativas al proceso y 
requisitoria de elevación a juicio, bajo pena de nulidad se dicten en audiencia oral con 
su presencia, la de su defensor, acusador y demás intervinientes, conforme a los 
principios de continuidad, inmediación, contradicción y concentración.  

ARTÍCULO 37. El padre, madre o representante legal, serán notificados de toda 
decisión que afecte al niño, excepto que el interés superior de éste indique lo 
contrario. 

LEY 13.688 - LEY DE EDUCACIÓN PROVINCIAL  

Dicha ley regula el ejercicio de enseñar y aprender dentro del territorio de la provincia 
de Buenos Aires. La educación como un derecho social que el Gobierno debe 
garantizar.  
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TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

CAPÍTULO I 

PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTÍAS 

ARTÍCULO 2.- La educación y el conocimiento son bienes públicos y constituyen 
derechos personales y sociales, garantizados por el Estado. 

ARTÍCULO 3.- La educación es una prioridad provincial y constituye una política de 

Estado para construir una sociedad justa, reafirmar la soberanía e identidad nacional, 

profundizar el ejercicio de la ciudadanía democrática y republicana, respetar los 

derechos humanos y las libertades fundamentales y fortalecer el desarrollo económico-

social sustentable de la Provincia en la Nación. 

ARTÍCULO 4.- La educación debe brindar las oportunidades para el desarrollo y 

fortalecimiento de la formación integral de las personas a lo largo de toda la vida y la 

promoción de la capacidad de cada alumno de definir su proyecto de vida, basado en 

los valores de libertad, paz, solidaridad, igualdad, respeto a la diversidad natural y 

cultural, justicia, responsabilidad y bien común 

ARTÍCULO 5.- La Provincia, a través de la Dirección General de Cultura y Educación, 
tiene la responsabilidad principal e indelegable de proveer, garantizar y supervisar una 
educación integral, inccusiva, permanente y de calidad para todos sus habitantes, 
garantizando la igualdad, gratuidad y la justicia social en el ejercicio de este derecho, 
con la participación del conjunto de la comunidad educativa. 

ARTÍCULO 6.- La Provincia garantiza el derecho social a la educación. Son responsables 
de las acciones educativas el Estado Nacional y el Estado Provincial en los términos 
fijados en elArtículo 4º de la Ley de Educación Nacional. Podrán ejecutar acciones 
educativas bajo supervisión de la Provincia, de manera complementaria y no supletoria 
de la educación pública, los municipios, las confesiones religiosas reconocidas 
oficialmente y las organizaciones de la sociedad civil. 

ARTÍCULO 7.- La Provincia, a través de la Dirección General de Cultura y Educación, 
regula el conjunto de los procesos formativos que se desarrollan en todos los ámbitos 
sociales de la provincia de Buenos Aires, en el Sistema Educativo, en los movimientos e 
instituciones de la sociedad civil, en el trabajo, en las demás actividades productivas y 
culturales, en los medios de comunicación y en el conjunto de actividades desde las 
cuales se transmite, intercambia y adquiere cultura. 

ARTÍCULO 8.-. La Provincia, a través de la Dirección General de Cultura y Educación, 
garantiza el acceso de todos los habitantes a la información y al conocimiento como 
instrumentos centrales de la participación en un proceso de desarrollo con crecimiento 
económico y justicia social. 

CAPÍTULO II 
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FINES Y OBJETIVOS DE LA POLÍTICA EDUCATIVA 

ARTÍCULO 16.- Los fines y objetivos de la política educativa provincial son: 

a. Brindar una educación de calidad, entendida en términos de justicia social conforme 

a los principios doctrinarios de la presente Ley, con igualdad de oportunidades y 

posibilidades, y regionalmente equilibrada en toda la Provincia, asignando recursos a 
las instituciones de cualquier Ámbito, Nivel y Modalidad para que le otorguen 
prioridad a los sectores más desfavorecidos de la sociedad, a través de políticas 
universales y estrategias pedagógicas, fortaleciendo el principio de inclusión plena de 
todos los alumnos sin que esto implique ninguna forma de discriminación. 

b. Asegurar la obligatoriedad escolar desde la sala de cuatro (4) años de la Educación 

Inicial, de todo el Nivel Primario y hasta la finalización del Nivel Secundario 
proveyendo, garantizando y supervisando instancias y condiciones institucionales, 
pedagógicas y de promoción de derechos, que se ajusten a los requerimientos de 
todos los ámbitos de desarrollo de la educación. 

d. Establecer una formación ciudadana comprometida con los valores éticos y 

democráticos de participación, libertad, solidaridad, resolución pacífica de conflictos, 

respeto a los derechos humanos, responsabilidad, veracidad, honestidad, valoración y 

preservación del patrimonio natural y cultural que habilite a todas las personas para el 

desempeño social y laboral y la continuidad de estudios entre todos los niveles y 

modalidades.  

g. Asegurar condiciones de igualdad, respetando las diferencias entre las personas sin 

admitir discriminación de ningún tipo, por condición u origen social, de género o étnica, 

ni por nacionalidad ni orientación cultural, sexual, religiosa o contexto de hábitat, 

condición física, intelectual o lingüística. 

LEY 13.927 - CÓDIGO DE TRÁNSITO 

TITULO I ADHESIÓN 

PRINCIPIOS BÁSICOS 

ARTÍCULO 2.- COMPETENCIA. Se declaran autoridades de aplicación y comprobación 
de la presente norma, sin perjuicio de las asignaciones de competencia que el Poder 
Ejecutivo efectúe en la Reglamentación, a la Policía de Seguridad Vial en el ámbito de 
su competencia y a las Policías de Seguridad de la Provincia en los casos de flagrancia, 
o en los casos en que se le requiera su colaboración, a la Dirección de Vialidad, a la 
Dirección Provincial del Transporte, al Ministerio de Jefatura de Gabinete y Gobierno y 
a las Municipalidades. El Ministerio de Salud, a través de la dependencia que designe, 
podrá intervenir en los casos de control de conducción bajo los efectos de alcoholemia 
y/o estupefacientes. 

En lo referente a las funciones de prevención y control de tránsito en las rutas 
nacionales y otros espacios del dominio público nacional sometidos a jurisdicción 
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provincial, la Provincia de Buenos Aires, podrá celebrar convenios de colaboración con 
Gendarmería Nacional, la Agencia Nacional de Seguridad Vial y/o cualquier otro 
organismo nacional, no pudiendo interferir los mismos en la competencia provincial en 
esa materia, en virtud de tratarse de una facultad no delegada al Gobierno Federal. 

TITULO III 

REGISTRO UNICO DE INFRACTORES DE TRANSITO 

ARTÍCULO 4.- CONVALIDACION DE LA CREACION DEL REGISTRO UNICO DE 
INFRACTORES DE TRANSITO. Convalídase la creación del Registro Unico de Infractores 
de Tránsito (RUIT), organismo que tendrá las funciones asignadas por esta norma. 

TITULO IV CONSEJO PROVINCIAL DE SEGURIDAD VIAL  

ARTÍCULO 10.- CREACION. Créase en la órbita del Ministerio de Jefatura de Gabinete y 
Gobierno, el CONSEJO PROVINCIAL DE SEGURIDAD VIAL (CO.PRO.SE.VI.), que contará 
con un Presidente, un Coordinador Ejecutivo y un Directorio, integrado por un 
representante titular y un suplente con rango no inferior a Director Provincial o 
funcionario con competencia en la materia, de cada uno de los siguientes organismos: 

1) Ministerio de Jefatura de Gabinete y Gobierno. 

2) Ministerio de Infraestructura. 

3) Ministerio de Seguridad. 

4) Ministerio de Justicia. 

5) Ministerio de Trabajo. 

6) Ministerio de Salud. 

7) Dirección General de Cultura y Educación. 

8) Secretaría de Derechos Humanos. 

9) Un representante de cada una de las Cámaras del Poder Legislativo. La Presidencia 
del Consejo Provincial será ejercida por el Ministro de Jefatura de Gabinete y 
Gobierno. La Coordinación Ejecutiva, a cargo del Subsecretario de Gobierno, dictará el 
Reglamento de funcionamiento en el que deberán contemplarse las atribuciones y 
deberes y la integración de una Mesa Asesora Honoraria, la que estará conformada 
además de los citados organismos, con representantes de otras reparticiones oficiales, 
entidades intermedias y Asociaciones Privadas relacionadas con la problemática del 
tránsito y de la seguridad vial. 

El funcionamiento de la Mesa Asesora será dispuesto a través de la pertinente 
reglamentación que se dicte en consecuencia. 

ARTÍCULO 11.- OBJETIVOS y COMPETENCIAS. El Consejo Provincial de Seguridad Vial 
tendrá los siguientes objetivos: 
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1) Coordinar con el Gobierno Nacional, Gobiernos Provinciales y la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, a través del organismo con competencia en la materia, la 
implementación de acciones y medidas pertinentes con el objeto de unificar las 
políticas de tránsito. 

2) Articular con el resto de las jurisdicciones de la Provincia de Buenos Aires, con 
competencia en la materia las políticas a implementar. 

3) Fomentar todo tipo de medidas relacionadas con la prevención de accidentes en las 
carreteras y vías públicas, en estrecha colaboración con las Autoridades y 
Reparticiones correspondientes, así como con el Sistema Nacional y Provincial de 
Antecedentes de Tránsito y todas aquellas organizaciones y demás entes interesados 
en el cumplimiento de estos objetivos. 

4) Asesorar en temas interdisciplinarios referentes a Seguridad, Educación, Control y 
Legislación Vial, propendiendo a la armonización de todas las medidas relacionadas 
con estos temas, tendientes a lograr una mayor seguridad del tránsito y la consecuente 
reducción de siniestros, víctimas y daños. 

5) Planificar y ejecutar acciones que permitan: 

a) Proponer políticas de prevención de accidentes. 

e) Auspiciar y desarrollar la capacitación de técnicos y funcionarios. 

g) Fomentar y desarrollar la investigación accidentológica, promoviendo la 
implementación de las medidas que resulten de sus conclusiones. 

6) Realizar campañas de difusión de educación vial. 

7) Suscribir convenios con entidades intermedias que tengan por objeto la materia de 
seguridad vial. 

ARTÍCULO 12.- COORDINACION ACCIDENTOLOGICA Los accidentes de tránsito serán 
estudiados y analizados a los fines estadísticos y para establecer su causalidad y 
obtener conclusiones que permitan aconsejar medidas para su prevención. Esta tarea 
será desarrollada por el Consejo Provincial de Seguridad Vial, con los cargos y 
competencias que el mismo determine. 

LEY 11.748 - PROHIBICIÓN DE VENTAS, EXPENDIO O SUMI NISTROS DE 
BEBIDAS ALCOHÓLICAS A MENORES DE 18 AÑOS.  

Texto Ordenado por Decreto 626/05 con las modificaciones introducidas por las leyes 
12.432 , 12.547,  12.590,  13178 y 14051. 

ARTÍCULO 1.-  (Texto Ley 12547) Prohíbese en todo el territorio de la Provincia de 

Buenos Aires, la venta, expendio o suministro a cualquier título a menores de dieciocho 

(18) años de edad, de bebidas alcohólicas de cualquier tipo y graduación, en cualquier 

hora del día, aún cuando lo vendido, expendido o suministrado estuviere destinado a 

ser consumido o ingerido fuera del local, así como también la instalación de máquinas 
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expendedoras de bebidas alcohólicas de cualquier tipo o graduación , en lugares, 

locales, comercios o  establecimientos donde dichos menores tengan acceso irrestricto. 

La prohibición precedente comprende el consumo de bebidas alcohólicas por parte de 
menores de dieciocho (18) años de edad en cualquier local, comercio o 
establecimiento, aún cuando ellas no procedieren de venta, expendio o suministro 
efectuado en los mismos. 

Artículo 2.- El propietario, gerente, encargado o responsable de cualquier local, 
comercio o establecimiento, serán responsables del fiel cumplimiento de lo dispuesto 
en elArtículo 1°. 

(Texto según Ley 12432) La prohibición establecida en elArtículo 1° conlleva la 
obligatoriedad de exhibir en los locales referidos en el presente, y en lugar visible, un 
cartel con la siguiente leyenda: “PROHIBIDA LA VENTA Y CONSUMO DE BEBIDAS 
ALCOHOLICAS A MENORES DE DIECIOCHO (18) AÑOS DE EDAD”, consignándose el 
número de la presente Ley y las sanciones previstas en elArtículo 3° seguida de la 
leyenda preventiva: " LAS MUJERES EMBARAZADAS NO DEBEN BEBER ALCOHOL".  

ARTÍCULO 6.- (Texto Ley 14051) Serán autoridades de comprobación de las 
infracciones a la presente ley la Subsecretaría de Atención a las Adicciones, el 
Ministerio de la Producción, las Municipalidades y la Policía de la Provincia de Buenos 
Aires. Las autoridades que correspondan designarán agentes públicos investidos del 
poder de policía preventivo a fin de hacer cumplir las normas de la presente Ley. Los 
referidos agentes podrán requerir directamente el auxilio de la fuerza pública cuando 
ello resulte necesario para el cumplimiento de su cometido.  

ARTÍCULO 8.-  Toda transgresión a las normas de la presente Ley facultará a cualquier 
persona para denunciarla verbalmente o por escrito por ante cualquiera de las 
autoridades mencionadas en elArtículo 6° o autoridad jurisdiccional competente. 

Recibida una denuncia por infracción a lo dispuesto en elArtículo 1° de la presente, 
cualquiera de las autoridades que intervengan destacará de inmediato los agentes 
necesarios que tenga afectados a tal fin, con el objeto de proceder a su comprobación 
y actuar conforme a las disposiciones de la misma. 

El denunciante no contrae obligación que lo ligue al procedimiento, ni incurre en 
responsabilidad alguna, salvo manifiesta falsedad lo cuál lo tornará pasible de la pena 
de multa prevista para el hecho denunciado.  

ARTÍCULO 10.- El producido de las cobranzas por apremios, ingresarán a cada 
organismo en cuentas especiales para los gastos del sistema, en la proporción y con el 
destino enunciado en elArtículo precedente.  

ARTÍCULO 13.-  Son de aplicación supletoria para los casos no previstos expresamente 
en la presente Ley, las disposiciones del Título I del Código de Faltas de la Provincia y 
las contenidas en la Parte General del Código Penal y el  Código de Procedimiento 
Penal de la Provincia, con excepción delArtículo 430°. 
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LEY 11.825 - PROHIBICIÓN DE VENTAS, EXPENDIO O SUMI NISTRO DE BEBIDAS 
ALCOHÓLICAS.  

Texto Ordenado por Decreto Nº 633/05 con la modificación introducida por la Ley 
13178 y 14050.- 

LEY  

ARTÍCULO 1°:  (Texto según Ley 14050) Dispónese en todo el territorio de la Provincia 
de Buenos Aires la prohibición de venta, expendio o suministro a cualquier título, y la 
entrega a domicilio de bebidas alcohólicas, para ser consumidas fuera del 
establecimiento donde se realice la venta, expendio o suministro a cualquier título a 
partir de las veintiuna (21,00) horas y hasta las diez (10,00) horas. 

ARTÍCULO 2º: Prohíbese en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires la venta, 
expendio o suministro a cualquier título, el depósito y exhibición, en cualquier hora del 
día, de bebidas alcohólicas en comercios de los rubros denominados kioscos, kioscos 
polirrubros, estaciones de servicio y sus anexos y la venta ambulante de las mismas. 

Artículo 3º.-(Texto según Ley 13178) Prohíbese la distribución, suministro, venta, 
expendio a cualquier título, de bebidas alcohólicas a comercios que no se encuentren 
inscriptos en el "Registro Provincial para la Comercialización de Bebidas Alcohólicas”. 

Artículo 4º: (Texto según Ley 14050) Dispónese en todo el territorio de la Provincia de 
Buenos Aires, la prohibición de efectuar concursos, y/o competencias cuyo objeto, 
medio o fin sea el consumo de bebidas alcohólicas. 

Prohíbese el expendio o promoción de bebidas alcohólicas cualquiera sea su 
graduación, en la modalidad conocida como “canilla libre” en locales bailables, 
confiterías bailables, discotecas, discos, salas y salones de baile, clubes, pubs y bares. 
Se entiende por “canilla libre” a la entrega ilimitada ya sea en forma gratuita o 
mediante el pago de un precio fijo previamente concertado. 

Las consumiciones de bebidas que correspondan a la entrada de los comercios 
mencionados en el párrafo anterior no podrán ofrecer más de una (1) bebida con 
alcohol.  

Prohíbese el recupero, venta, expendio o suministro a cualquier título, del remanente 
de bebidas alcohólicas existente en vasos y envases de los clientes. Dichos remanentes 
deben ser desechados. 

Artículo 5º: Dispónese la prohibición de venta, expendio y/o suministro a cualquier 
título, de bebidas alcohólicas en los lugares donde se efectúen eventos de 
convocatoria masiva y dentro de un radio de 200 metros de dichos lugares, una hora 
antes y hasta una horas después del horario de desarrollo del mismo. 

ARTÍCULO 10º: (Texto según Ley 13178) Serán autoridades de comprobación de las 
infracciones a la presente Ley las respectivas Municipalidades, el Ministerio de la  
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Producción, el Ministerio de Seguridad y la Subsecretaría de Prevención y Asistencia de 
las Adicciones, dependientes del Ministerio de Salud. 

Las autoridades citadas designarán agentes públicos investidos del poder de policía 
preventivo a fin de hacer cumplir las normas de la presente Ley. Los referidos agentes 
deberán secuestrar la mercadería en infracción al momento de constatarse la falta y 
podrán requerir directamente el auxilio de la fuerza pública, cuando ello resulte 
necesario para los fines del cumplimiento de la presente Ley.  

ARTÍCULO 12º: Toda transgresión a las normas de la presente Ley facultará a cualquier 
persona para denunciarla verbalmente o por escrito por ante cualquiera de las 
autoridades mencionadas en elArtículo 10º o autoridad jurisdiccional competente. 

 Recibida una denuncia por infracción a los dispuesto en la presente, cualquiera 
de las autoridades que intervengan destacará de inmediato los agentes necesarios que 
tenga afectados a tal fin, con el objeto de proceder a su comprobación y actuar 
conforme a las disposiciones de la misma. 

 El denunciante no contrae obligación que lo ligue al procedimiento, ni incurre 
en responsabilidad alguna, salvo manifiesta falsedad lo cual lo tornará pasible de la 
multa prevista en el hecho denunciado. 

Artículo 16º: Son de aplicación supletoria para los casos no previstos expresamente en 
la presente Ley, las disposiciones del Decreto-Ley 8031/73 (T.O. Decreto 181/87) -
Código de Faltas de la Provincia y las contenidas en la Parte General del Código Penal y 
el Código de Procedimiento Penal de la Provincia, con excepción delArtículo 430°. 

LEY 14.050 - EXPENDIO DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS Y NOCT URNIDAD 

ARTÍCULO 1°: Encuéntranse comprendidos en los términos de la presente Ley los 
locales bailables, confiterías bailables, discotecas, discos, salas y salones de bailes, 
clubes, y demás locales donde se realicen actividades bailables y/o similares, tanto en 
lugares cerrados como al aire libre, cualquiera fuere su denominación o actividad 
principal y la naturaleza o fines de la entidad organizadora.  

ARTÍCULO 2°: Encuéntranse también comprendidos en la presente norma los 
establecimientos o locales cuya actividad se desarrolla tanto en lugares abiertos como 
cerrados, cualquiera fuere su denominación o actividad principal, y la naturaleza o 
fines de la entidad organizadora, en los que se vendan, expendan o suministren 
bebidas alcohólicas destinadas a ser consumidas exclusivamente en el ámbito físico en 
que funcionan. Están comprendidos en esta categorización, restaurantes, cantinas, 
cervecerías, cafeterías, bares, casinos bingos y salas de juego y otros sitios públicos 
donde se desarrollen actividades similares, no resultando esta enumeración taxativa. 

ARTÍCULO 3°: Los establecimientos comprendidos en elArtículo 1° abrirán sus puertas 
para la admisión hasta la hora dos (02,00), y finalizarán sus actividades como horario 
límite máximo a la hora cinco y treinta (05,30). El horario de cierre de actividades 
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podrá modificarse -por excepción- por la autoridad competente fundada en razones 
estacionales y/o regionales hasta la hora seis y treinta (06,30).  

ARTÍCULO 5°: Los establecimientos y locales comprendidos en losArtículo s 1° y 2º 
cesarán la venta, expendio y/o suministro a cualquier título de bebidas alcohólicas a 
las cuatro y treinta (4,30) horas.  

Durante el horario de actividad los establecimientos comprendidos en losArtículo s 1° y 
2° no podrán vender, expender, o suministrar a cualquier título bebidas alcohólicas en 
vasos, copas o similar, que superen los trescientos cincuenta (350) mililitros de 
capacidad, con excepción de los restaurantes.  

Todos los establecimientos y locales comprendidos en losArtículo s 1º y 2° deberán 
contar con la provisión gratuita y suficiente de agua potable en los lugares adecuados.  

Los establecimientos y locales comprendidos en losArtículo s 1° y 2° no podrán, en 
ningún caso, vender, expender o suministrar a cualquier título, las bebidas que por su 
fórmula se consideren energizantes y/o suplementos dietarios, durante todo el 
desarrollo de su actividad. Los establecimientos y locales comprendidos en elArtículo 
2° podrán iniciar la venta de bebidas alcohólicas a partir de las diez (10) horas y 
siempre cumpliendo con los límites establecidos en la Ley 11748 (T. O.  por Decreto 
626/05) respecto a la edad de los consumidores. 

Artículo 6º: No se admitirá la presencia y/o asistencia y/o permanencia de niños 
menores de catorce (14) años en los establecimientos y locales enunciados en 
elArtículo 1º. 

Artículo 7º: No se admitirá la presencia y/o asistencia y/o permanencia de menores de 
catorce (14) años en los establecimientos o locales enunciados en elArtículo 2º de 
veinticuatro (24,00) a ocho (08,00) horas si no estuvieren acompañados por su padre, 
madre, tutor o adulto responsable.  

En ningún caso se admitirá la presencia de menores de dieciocho (18) años en casinos, 
bingos, salas de juego. 

ARTÍCULO 8º: Los menores de entre catorce (14) a diecisiete (17) años sólo podrán 
permanecer en los establecimientos y locales comprendidos en elArtículo 1° hasta las 
veintitrés (23,00) horas como horario máximo. La apertura de puertas para el inicio de 
actividades se realizará a partir de las diecisiete y treinta (17,30) horas al solo efecto 
que los padres, tutores o responsables legales de los menores tengan la posibilidad de 
realizar la revisión de las instalaciones. A partir de las dieciocho (18,00) horas se dará 
inicio a la actividad bailable. En tales establecimientos no se realizará venta, expendio 
y/o suministro a cualquier título de bebidas alcohólicas.   

ARTÍCULO 9º: No se admitirá la concurrencia en los locales e instalaciones bailables de 
menores de catorce (14) a diecisiete (17) años en forma simultánea con mayores de 
dieciocho (18) años de edad. 
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ARTÍCULO 13°: El Poder Ejecutivo determinará las Autoridades de Aplicación y 
comprobación de las infracciones de la presente Ley.  

ARTÍCULO 14°: Se aplicará el procedimiento previsto en el Código de Faltas de la 
Provincia de Buenos Aires, Decreto-Ley 8.031/73 (T. O. por Decreto 181/87) y 
modificatorias.  

ARTÍCULO 17°: Las Municipalidades deberán adecuar sus reglamentaciones locales a 
las previsiones de esta Ley, sin perjuicio de la aplicación de las normas propias cuando 
las mismas contemplen límites o modalidades horarias y de funcionamiento más 
restrictivas. 

LEY 14.051 - MODIFICA LA LEY 11.748  

ARTÍCULO 5°: El Poder Ejecutivo, a través del organismo que la reglamentación 
determine, tendrá atribuciones  para realizar, por sí o juntamente con los Municipios, 
controles sistemáticos de alcoholemia tendientes a desalentar e impedir el acceso y/o 
permanencia a lugares públicos de personas en estado de ebriedad. Para ello se 
utilizarán equipos que brinden resultados inmediatos que no puedan ser adulterados 
manualmente. 

Artículo 6°: Si existiere intoxicación alcohólica el intoxicado deberá ser enviado al 
puesto sanitario más próximo donde quedará internado para su tratamiento por el 
período que determinen los médicos tratantes para su recuperación. Si el asistido 
fuere menor de veintiún (21) años se dará aviso en forma inmediata a los padres, 
tutores o responsables legales del menor. 

Artículo 7°: En todos los casos la realización de las pruebas y constatación de los 
resultados se efectuará por funcionario público.  

ARTÍCULO 8°: El Poder Ejecutivo creará el “Foro para la Prevención del Abuso del 
Alcohol”, que se integrará conforme la reglamentación de la presente, teniendo en 
consideración el carácter multidisciplinario de esta problemática. 

Se invita a los Municipios a que creen foros similares. 

LEY 13.298 - PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS  DERECHOS DE 
LOS NIÑOS  

Artículo 1º: La presente ley tiene por objeto la promoción y protección integral de los 
derechos de los niños, garantizando el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y permanente 
de los derechos y garantías reconocidos en el ordenamiento legal vigente, y demás leyes 
que en su consecuencia se dicten.  

Artículo 2º: Quedan comprendidas en esta ley las personas desde su concepción hasta 
alcanzar los 18 años de edad, conforme lo determina la Convención sobre los Derechos 
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del Niño. Cuando se menciona a los niños quedan comprendidos, en todos los casos, las 
niñas, las adolescentes y los adolescentes.  

Artículo 4º: Se entiende por interés superior del niño la máxima satisfacción integral y 
simultánea de sus derechos en un marco de libertad, respeto y dignidad, para lograr el 
desenvolvimiento de sus potencialidades, y el despliegue integral y armónico de su 
personalidad. 
Para determinar el interés superior del niño, en una situación concreta, se debe apreciar:  

a)      La condición específica de los niños como sujetos de derecho. 

b)      La opinión de los niños de acuerdo a su desarrollo psicofísico. 

c)      La necesidad de equilibrio entre los derechos y garantías de los niños, y sus 
deberes. 

d)      La necesidad de equilibrio entre los derechos y garantías de los niños, y las 
exigencias de una sociedad justa y democrática. 

En aplicación del principio del interés superior del niño, cuando exista conflicto entre 
los derechos e intereses de todos los niños, frente a otros derechos e intereses 
igualmente legítimos, prevalecerán los primeros. 

ANEXO 1  

Decreto Reglamentario de la Ley 13.298.  

DE LA PROMOCION Y PROTECCION INTEGRAL DE LOS DERECHOS DE 

LOS NIÑOS. 

ARTÍCULO 2. 

2.1.-Prioridad en las políticas públicas El Estado Provincial garantiza el acceso prioritario 
de los niños a los planes sociales, salud, educación y ambiente sano. 

A los efectos de posibilitar la transición de la derogación del Dec-Ley 10.067/83 al 
Sistema de Promoción y Protección Integral de los Derechos del Niño, a fin de 
fortalecer el acceso de los jóvenes a la mayoría de edad, los Ministerios y Secretarías 
que integran la comisión del art. 23 de la Ley 13.298, deberán contemplar, además, el 
acceso prioritario a los programas vigentes a quienes se encuentran en la franja etárea de 
los 18 a 20 años inclusive, debiendo además implementar en el ámbito de sus 
respectivas competencias, acciones y programas que les posibiliten el pleno ejercicio de 
sus derechos. 
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LEY 14.580: ADHESIÓN LEY 26.657 "DERECHO A LA PROTE CCIÓN DE LA 
SALUD MENTAL" 

ARTÍCULO 1°: Adhiérase la Provincia de Buenos Aires a la Ley 26.657 "Derecho a la 
Protección de la Salud Mental", que establece la protección de los derechos de los 
ciudadanos que padecen problemas de salud mental y garantiza el acceso a los 
servicios que la promueven y la protegen. La presente Ley asume el criterio de dicho 
instrumento normativo en el sentido de que las políticas de salud mental contemplan 
también la protección de los derechos de aquellos ciudadanos con problemas en el uso 
de drogas legales o ilegales. 

ARTÍCULO 2°: Desígnase al Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires como 
Autoridad de Aplicación de la presente Ley. 

Artículo 3°: Otórgase al Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires, a los 
servicios de salud dependientes del subsector público, privado y de la seguridad social, 
un plazo máximo de treinta y seis (36) meses para implementar las reformas que 
garanticen el cumplimiento de lo establecido en la Ley 26.657. Sin perjuicio de lo cual 
los derechos de los usuarios y las obligaciones de los prestadores tienen plena vigencia 
a partir de la sanción de la presente Ley. 

Artículo 4°: Autorízase al Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires, como 
Autoridad de Aplicación de la presente Ley, a realizar monitoreos periódicos sobre los 
servicios de salud de los subsectores público, privado y de la seguridad social a fin de 
evaluar el cumplimiento de lo dispuesto en forma antecedente. 

Artículo 5°: El Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires, a través de su 
Subsecretaría de Salud Mental y Adicciones, será responsable de la elaboración de un 
plan provincial de salud mental participativo, interdisciplinario e intersectorial, cuyos 
criterios fundamentales serán los establecidos en la Ley 26.657. 

Artículo 6°: El Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires debe promover, en 
consulta con la Secretaría de Derechos Humanos de la jurisdicción, el desarrollo de 
estándares de habilitación y supervisión periódica de los servicios de salud mental 
públicos y privados. 

Artículo 7°: El Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires realizará un (1) 
relevamiento anual, donde se evidenciará la situación de la protección de la salud 
mental en la Provincia, tanto en los subsectores público, privado y de la seguridad 
social así como en el ámbito carcelario. Este informe, que tendrá carácter público, 
deberá ser presentado ante el plenario de las Comisiones de Salud de ambas Cámaras 
Legislativas. 

Artículo 8°: Las obras sociales y las empresas de medicina prepaga que desarrollan sus 
actividades en la Provincia de Buenos Aires, deberán incluir en su menú prestacional 
los servicios garantizados por la presente Ley en un plazo no mayor a ciento veinte 
(120) días a partir de la sanción de este marco normativo. 
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Artículo 9°: Derógase toda norma que se oponga a la presente. 

Artículo 10: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

 Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos 
Aires, en la ciudad de La Plata, a los veintisiete días del mes de noviembre del año dos 
mil trece. 

LEY 14.453 - DELITO DE “TRATA DE PERSONAS” 

ARTÍCULO 1º. El objeto de la presente Ley es adoptar medidas de prevención, la lucha 
y la erradicación tanto del delito de “trata de personas” como así también los delitos 
conexos, y la protección y asistencia para las víctimas y posibles víctimas, ya sea que su 
residencia y/o traslado se produzca dentro del territorio provincial, o que desde esta 
Provincia se detecten maniobras para trasladarlas fuera de la misma, dentro del 
territorio nacional o hacia el exterior. Asimismo, pretende fortalecer la acción del 
Estado Provincial y Municipal frente a este delito. 

ARTÍCULO 3°. Se entenderá por Trata de Personas la captación, el transporte, el 
traslado, la acogida, o la recepción de personas, recurriendo a la amenaza, o al uso de 
la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, el fraude, al engaño, al abuso de poder o 
de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios 
para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, con 
fines de explotación. Esta explotación incluirá, como mínimo, los trabajos o servicios 
forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la 
extracción de órganos. El consentimiento dado por la víctima de trata de personas a 
toda forma de explotación que se tenga la intención de realizar, no se tendrá en 
cuenta cuando se haya recurrido a cualquiera de los medios enunciados. La captación, 
el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de un niño/a con fines de 
explotación se considerarán trata de personas incluso cuando no se recurra a ninguno 
de los medios enunciados.  

ARTÍCULO 8°. Créase la Oficina Provincial para la Lucha contra la Trata de Personas, la 
explotación sexual infantil y la Protección y Asistencia de las Víctimas de este delito, 
con el objeto de constituir un ámbito permanente de acción y coordinación 
interinstitucional e interdisciplinario para la elaboración de las políticas públicas 
destinadas a la lucha contra la trata de personas y la protección y asistencia de las 
víctimas, tanto de ciudadanos argentinos como de otras nacionalidades. 

ARTÍCULO 12. Serán funciones de la Oficina Provincial para la Lucha contra la Trata de 
Personas, la explotación sexual infantil y para la Protección y Asistencia de las Víctimas, 
las siguientes: 

b)      Proteger y asistir a las víctimas de la trata de personas en los campos: 
físico, psicológico, espiritual, social, económico y jurídico. 
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d)      Proporcionar condiciones dignas de vivienda, alimentación, sanidad, como 
así también todo aquello que sea necesario para su sustento personal. En 
ningún caso las víctimas podrán ser destinadas a establecimientos que alojen a 
personas detenidas, procesadas o condenadas, ni a cualquier otro tipo de 
institución de régimen totalmente cerrado. 

e)      En el caso de que las víctimas fueran niños, niñas o adolescentes, el lugar 
de refugio no podrá ser un instituto o lugar de contención o similar, además se 
deberán contemplar las necesidades especiales de esa etapa de la vida. 
Asimismo, en ningún caso podrán ser sometidos a careos y deberá cumplirse el 
derecho a la privacidad y reserva de identidad. Las medidas de protección de 
derechos aplicables no podrán restringir sus derechos y garantías, ni implicar 
privación de la libertad. 

f)        Brindar capacitación y ayuda en la búsqueda de empleo. 

g)      Proporcionar asesoramiento y patrocinio jurídico respecto de los derechos 
y procedimientos legales a seguir. Este patrocinio será brindado durante todo 
el tiempo que dure el proceso legal hasta finalizado el proceso de 
resarcimiento. 

h)      Brindar protección a la víctima y a su familia frente a toda represalia, 
pudiéndose reclamar la aplicación del programa nacional de protección de 
testigos previsto en la Ley Nº 25.764. 

i)        Capacitar a los/as distintos/as funcionarios/as, en especial autoridades de 
Migración sobre el estudio, investigación, seguimiento y prevención del delito 
de Trata de Personas. 

ARTÍCULO 22. Las personas responsables del Programa, que serán propuestas por la 
Oficina Provincial para la Lucha contra la Trata de Personas, la explotación sexual 
infantil y para la Protección y Asistencia de las Víctimas, en mérito a sus especiales 
conocimientos y reconocida actividad en la materia, deberán: 

a)      Participar en el diseño de aquellas políticas y medidas necesarias para 

asegurar la protección y la asistencia de las víctimas de la trata de personas. 

b)      Promover la coordinación intersectorial y proponer protocolos de trabajo 
interinstitucionales para la implementación de acciones destinadas a la 
prevención, la asistencia y la recuperación de las personas víctimas de trata y 
sus familias. 

f)        Realizar y promover campañas en los medios de comunicación a fin de 

concienciar a los usuarios de estas redes, del perjuicio personal y social que 

implica esta problemática. 
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LEY 13.298 - PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS  DERECHOS DE 
LOS NIÑOS 

ARTÍCULO 1.- La presente Ley tiene por objeto la promoción y protección integral de 
los derechos de los niños, garantizando el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y 
permanente de los derechos y garantías reconocidos en el ordenamiento legal vigente, 
y demás Leyes que en su consecuencia se dicten. 

Artículo 2.- Quedan comprendidas en esta Ley las personas desde su concepción hasta 
alcanzar los 18 años de edad, conforme lo determina la Convención sobre los Derechos 
del Niño.  

Cuando se menciona a los niños quedan comprendidos, en todos los casos, las niñas, 
las adolescentes y los adolescentes.  

ARTÍCULO 4.- Se entiende por interés superior del niño la máxima satisfacción integral 
y simultánea de sus derechos en un marco de libertad, respeto y dignidad, para lograr 
el desenvolvimiento de sus potencialidades, y el despliegue integral y armónico de su 
personalidad. 

Para determinar el interés superior del niño, en una situación concreta, se debe 
apreciar: 

a)      La condición específica de los niños como sujetos de derecho. 

b)      La opinión de los niños de acuerdo a su desarrollo psicofísico. 

c)      La necesidad de equilibrio entre los derechos y garantías de los niños, y sus 
deberes. 

d)      La necesidad de equilibrio entre los derechos y garantías de los niños, y las 
exigencias de una sociedad justa y democrática.  

En aplicación del principio del interés superior del niño, cuando exista conflicto entre 
los derechos e intereses de todos los niños, frente a otros derechos e intereses 
igualmente legítimos, prevalecerán los primeros. 

 CAPITULO II 

DE LOS ORGANOS ADMINISTRATIVOS 

ARTÍCULO 16.- El Poder Ejecutivo designará a la Autoridad de Aplicación del Sistema 
de Promoción y Protección de los derechos del niño, que tendrá a su cargo el diseño, 
instrumentación, ejecución y control de políticas dirigidas a la niñez. 

La Autoridad de Aplicación deberá: 

1)      Diseñar los programas y servicios requeridos para implementar la política de 

promoción y protección de derechos del niño. 

8)      Desarrollar tareas de capacitación y formación permanente dirigidas a 
profesionales, técnicos y empleados del Estado Provincial y de los municipios, de las 
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áreas relacionadas con la niñez, como así también del personal y directivos de 
organizaciones no gubernamentales inscriptas en el Registro a que se refiere elArtículo 
25º de la presente. 

9)      Fijar las pautas de funcionamiento y de supervisión de los establecimientos y/o 
instituciones públicos y/o privados y/o personas físicas que realicen acciones de 
prevención, asistencia, protección y restablecimiento de los derechos de los niños. 

10)  Atender y controlar el estado y condiciones de detención del niño en conflicto con 
la Ley penal en territorio provincial que se encontraran alojados en establecimientos 
de su dependencia  

11)  Implementar programas de conocimiento y difusión de derechos. 

12)  Crear, establecer y sostener delegaciones u otros mecanismos de 
desconcentración apropiados para el cumplimiento de sus fines. 

13)  Queda autorizada, en las condiciones que establezca la reglamentación, a efectuar 
préstamos o comodatos de inmuebles y entrega de materiales, insumos, semovientes 
o máquinas para el desarrollo de emprendimientos productivos o de servicios a niños 
en el marco de los objetivos de la presente Ley, a través de sus representantes legales. 

El producto de los emprendimientos se imputará a la implementación del peculio de 
los niños 


